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Imagino las dificultades que debe sentir un chileno
, más aún si es o fue de izquierda, ante los acontecimientos políticos que sacuden por estos días a Venezuela. No contando con otro marco de referencia ni otro sistema de análisis que  las propias vivencias y la historia pasada, los protagonistas del actual escenario político venezolano deben confundirse con viejos arquetipos. Se incurre  así en un primer y gran error: Chávez no es Allende, el Movimiento VRepública no es la Unidad Popular, la oposición venezolana no es el “momiaje” oligárquico
. Sus militares no son pinochetistas, El Nacional
 no es El Mercurio ni Monseñor Baltasar Porras es el cura Hasbúm. Tampoco la terminología política tradicional puede sernos de mucha ayuda, toda vez que como el mismo Fidel lo señalara en una de sus últimas visitas a Caracas, “izquierda” y “derecha” son hoy por hoy difusos parajes en equívocas coordenadas. De modo que el más izquierdista de los chavistas puede ser un desembozado derechista autoritario y el más derechista de los empresarios opositores puede resultar ser un demócrata  civilista a carta cabal. Y por paradojal que parezca, en no pocos de los casos así suele suceder. 

Como primera aproximación a la Venezuela moderna bien vale la pena recordar que se constituye en democracia recién a partir de la caída de la dictadura del general Marcos Pérez Jiménez en 1958. Desgarrada por luchas intestinas y cruentas guerras civiles, el país latifundario y semi colonial que emergió de la independencia vivió prácticamente un siglo y medio sojuzgado por dictaduras de caudillos militares incapaces de acrisolar una nación y un Estado.
 Recién con la dictadura de Juan Vicente Gómez (1908-1935) se unifica y reconoce en una sola entidad. Y pese a los esfuerzos de los generales López Contreras y Medina Angarita, herederos directos del dictador, por constituir un sistema parlamentario y democrático a la caída de Gómez, y a los interregnos de la Junta Revolucionaria así como al breve gobierno de Rómulo Gallegos
 es recién a partir del 23 de Enero de 1958, cuando el dictador Pérez Jiménez debe huir del país, que el conjunto de las fuerzas democráticas reunidas en torno a los dos principales partidos políticos venezolanos: Acción Democrática (social demócrata) y COPEI (demócrata cristiano) logran dotar a la convulsa Venezuela de estabilidad política e institucionalidad democrática. Ambos partidos, coaligados con la Unión Republicana Democrática (URD) establecen y firman el llamado Pacto de Punto Fijo – acuerdo de consenso para una gobernabilidad a largo plazo que permite el primer gran período de paz, democracia y progreso en el país.
 

Las enormes dificultades que enfrentarían sobre todo los dos primeros gobiernos de este período de la historia contemporánea por consolidar un sistema democrático en un país hasta entonces casi absolutamente gobernado por militares caudillescos y dictatoriales lo demostrarían con creces esos primeros años del gobierno de concertación de Betancourt.
 A pesar del consenso de la civilidad y los buenos auspicios con que comenzara su gestión (1959-1964), tuvo que hacerle frente a tres importantes insurrecciones cívico-militares y a un vigoroso movimiento de guerrillas. El 26 de Junio de 1961 sufre el llamado Barcelonazo, un frustrado intento de golpe militar localizado en la ciudad anzoatiguense de Barcelona, que deja 30 muertos y 50 heridos, a pesar de haber sido rápidamente sofocado por el gobierno con las fuerzas leales y el concurso de sectores civiles. Un año después, los días 4 y 5 de Mayo de 1962 debe hacer frente al Carupanazo, una insurrección cívico-militar de gran envergadura que tiene lugar en la ciudad portuaria de Carúpano, al oriente del país, y en el que tuvieran relevante participación cientos de militantes del PCV y del MIR.  También fracasa, dando paso a la prohibición legal de ambos partidos y su ingreso a la clandestinidad. Pero la más grave de las insurrecciones cívico-militares tuvo lugar con el Porteñazo un mes después, del 2 al 6 de junio de ese mismo año, cuando se produce un levantamiento de oficiales de la marina en la base naval de Puerto Cabello, a  200 kilómetros de Caracas, que debe ser sometida al costo de sangrientos enfrentamientos con un saldo de 400 muertos y más de 700 heridos. El absoluto control y la depuración de las fuerzas armadas, especialmente de aquellos elementos cercanos a la izquierda, se convierte en asunto de supervivencia para el gobierno de Betancourt. A pesar del éxito logrado en la democratización e institucionalización de las Fuerzas Armadas sobrevivirían algunos rescoldos que volverían a encender la rebelión de signo izquierdista 33 años después. Y entonces, aunque resuelto el problema de fondo, ahora el gobierno de concertación del líder histórico de Acción Democrática  deberá enfrentar a las guerrillas del PCV dirigidas, entre otros, por Pompeyo Márquez y Teodoro Petkoff y del MIR., una escisión de Acción Democrática
. A la aplastante derrota de dichas guerrillas por los gobiernos de Betancourt y su inmediato sucesor, el también socialdemócrata Raúl Leoni, así como a su pacificación y reinserción en la vida pública del país, propulsados posteriormente por el presidente demócrata cristiano Rafael Caldera (1969-1974), sucede finalmente la ansiada estabilidad política y social del país y la construcción de una nación moderna y emprendedora. A la Caracas colonial, rural y retrasada legada por el pasado sucede un país tremendamente progresista y emprendedor. De tres universidades y muy pocos liceos públicos se pasa a la creación de decenas y decenas de universidades y colegios tecnológicos, enseñanza pública obligatoria y desarrollo económico y social de una enorme pujanza. Venezuela se convierte en un extraordinario polo de desarrollo y en un modelo no exento de turbulencias de convivencia democrática.
 

Difícilmente olvidaremos los chilenos que fuimos acogidos con generosidad y grandeza en los aciagos tiempos de la persecución y el exilio, el talante democrático y anti autoritario de la sociedad venezolana, vinculada espiritualmente a nuestro país desde los tiempos de Don Andrés Bello y que acogiera a tantos y tantos exiliados venezolanos en los tiempos dictatoriales. País con un altísimo nivel de movilidad social – sin parangón en ninguna de las restantes sociedades de América Latina -, sin la carga de pesados privilegios sociales y estamentos elitescos y exclusivistas, Venezuela sorprendió por su desenfado y aparente falta de ritualismos protocolares a nuestra comunidad, transida del “peso de la noche” de nuestra derecha chilena cerril y aristocratizante. 

Pocas instituciones asombraron más al chileno recién llegado que las Fuerzas Armadas venezolanas. Aunque con un acendrado espíritu institucional y fuertemente cohesionadas, las fuerzas armadas venezolanas se han caracterizado por su inconmovible democratismo. Quienes tuvimos ocasión de fraternizar con los uniformados venezolanos apenas logramos comprender una actitud tan civil, desenfada y cordial como la que muestran incluso a los más altos niveles jerárquicos. Un universo infranqueable separa a esa ritualizada, compacta, encapsulada, elitesca y corporativista cultura del uniformado chileno de esa otra, tan abierta a la civilidad, que caracteriza al uniformado venezolano. La razón es muy simple: de origen popular, las fuerzas armadas venezolanas no han sido imbuidas por la castrense cultura prusiana. Han sido obedientes al poder civil, fuertemente institucionalistas e influenciadas hondamente por la democratización de la sociedad venezolana. 

¿Qué condujo a la ruptura de esa tradición y al inicio de este confuso período de la historia contemporánea de Venezuela? 

2

El inmenso poderío financiero sustentado por PDVSA (Petróleos de Venezuela Sociedad Anónima), una de las más  importantes empresas petroleras del mundo y la más grande del continente, le permitió a la clase política venezolana montar una democracia bipartidista comparativamente ejemplar, por lo menos durante sus primeros 20 años de funcionamiento. Los gigantescos ingresos fiscales que garantizaban – y continúan garantizando - una enorme holgura presupuestaria, le permitieron en su momento a AD y a COPEI, distribuir esa rápida y fácilmente extraíble riqueza entre una naciente burguesía empresarial, una sólida clase media profesional y una clase obrera tradicionalmente dirigida por AD, con una fuerte tradición sindicalista y con enorme capacidad de negociación. La élite política venezolana pudo sentirse orgullosa de comandar una sociedad pluriclasista y con escasos conflictos sociales, raciales, culturales o económicos.

Eran los quinquenios de la bonanza y una sólida moneda servía de icono a la prosperidad nacional. El dólar se mantuvo por décadas a Bs. 4.30. Venezuela se habituó a emular los esquemas y estereotipos consumistas norteamericanos, sociedad a la que se siente cercana por tradición y cultura. Y mientras el resto del continente sufría las penurias de crisis endémicas, la irrupción de movimientos populares y los sangrientos desenlaces de feroces dictaduras, Venezuela fue un oasis de paz y estabilidad. La crisis petrolera de comienzos de los 70 y el insólito aumento en los precios del petróleo inundaron a un país inmenso en extensión y relativamente escaso en habitantes.
 A ese país privilegiado por la naturaleza y sus riquezas entonces caricaturizado por los propios venezolanos como la “Venezuela Saudita” llegó gran parte de los asilados chilenos, argentinos y uruguayos de esa década. Fueron recibidos con los brazos abiertos. Gobernaba Carlos Andrés Pérez (74-79), el segundo gran líder de Acción Democrática. Nacionalizó el hierro y el petróleo (1976), contribuyó a fortalecer la OPEP
 –  organismo originalmente ideado y creado por Venezuela –, puso en acción un ambicioso plan de desarrollo industrial, asumió el liderazgo de los países no alineados y convirtió a su país en un imán para las empobrecidas poblaciones circundantes: es el momento en que arriban legal y sobre todo ilegalmente centenas de miles y hasta millones de colombianos, ecuatorianos, dominicanos y haitianos en busca de trabajo. Hoy se hacinan en los cinturones de miseria que rodean como una gigantesca gradería iluminada a la hermosa y accidentada capital, que se extiende a lo largo de un estrecho valle cubierto de atiborradas autopistas: Caracas. 

Cuesta transmitir la vida eufórica y fiestera de esa Venezuela que se extiende desde los sesenta hasta mediados de los ochenta. Ruidosa, salsera, descomedida e inconsciente del tiempo y cualquier suerte de previsiones – como siguiendo una tradición carnavalesca ancestral – Venezuela se convirtió en el primer consumidor de whisky escocés del mundo en relación al tamaño de su población. No satisfecho con importar millonarias cantidades de cajas de whisky de las mejores y más costosos marcas, hasta se permitía importar botellas de agua mineral escocesa. Y fueron sus turistas de paso por Miami los que a mediados de los 70 popularizaron el “tá barato, dame dos”. 

A ese consumo suntuario que no dejaba de permearse hasta las clases populares no correspondió una preocupación por resolver los problemas propios de una sociedad claramente orientada por la necesidad de su propio desarrollo. No faltaron las voces que reclamaran la necesidad de “sembrar el petróleo”, como lo planteara uno de los más destacados intelectuales venezolanos del siglo XX, Arturo Uslar  Pietri.  Es decir: desarrollar la agricultura, incentivar la producción industrial, crear una sólida infraestructura de carreteras y transporte, un sistema educativo y sanitario moderno y permitir así terminar con la dependencia del petróleo y sus caprichosas fluctuaciones internacionales. El clamor por diversificar la economía y liberar así al país de la dependencia a un único producto convertiría a Venezuela en un país esclavo de su propia y única riqueza. Al extremo de que los analistas volvieran a recoger la expresión con que los indígenas conocieran al petróleo antes de la llegada de Colón: excremento del diablo.
 El petróleo pasó así a convertirse en una maldición. El precio por no haberlo sembrado, aún sigue pesando. Hoy nos está saliendo tremendamente caro.
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El país mantenía una sólida apariencia de estabilidad y ningún conflicto social parecía presagiar las convulsiones que, sin embargo, comenzaban a engendrarse en sus entrañas. A ello contribuiría en primer lugar y de manera dramática la grave crisis económica que sacudiría a Venezuela y la despertaría de su aparente y paradisíaco letargo. Y ello a punto de terminar el quinquenio del presidente democristiano Luis Herrera Campins (1979-1984), que contaría durante los primeros años de su mandato con inmensos ingresos fiscales gracias a una sostenida alza en los precios del petróleo. Dicha crisis reventaría el llamado “viernes negro” (18 de febrero de 1983), cuando la sociedad venezolana asistiría con asombro al desplome del hasta entonces y durante décadas sólido bolívar, la moneda nacional.  Una sociedad que había desconocido durante generaciones la endémica inflación y las sucesivas devaluaciones que habían acosado prácticamente a todos sus países vecinos, se vio de pronto empujada a una devaluación monetaria que en pocos meses alcanzó el 100%, encareciendo en las mismas proporciones los bienes importados y los productos nacionales, dramáticamente dependientes de insumos importados. 


Tanto Luis Herrera Campins como el socialdemócrata Jaime Lusinchi, que le sucedería en la presidencia de la república (1984 - 1989), lograron retardar los efectos de la crisis o atenuar sus peores implicaciones políticas con diversas medidas económicas y sociales. Fueron superficiales y no cumplieron otra función que servir de tibios paliativos. Peor aún: contribuyeron a profundizar y multiplicar los desastrosos efectos de la corrupción oficial. Gracias al control de cambio y a la fijación de un precio preferencial para ciertos y determinados insumos se logró un doble propósito: seguir subvencionando a la clase media, ya habituada a un dólar barato para satisfacer sus aspiraciones consumistas, y tranquilizar a los sectores populares con una amplia y eficaz política de apoyo social. Asimismo y en ese mismo período se incrementaba considerablemente el endeudamiento interno y externo y se abría una brecha gigantesca entre el gasto público y su posible financiamiento fiscal. El agotamiento de las reservas internacionales trituradas en esa centrifugadora del despilfarro, el consumismo desatado y el gasto fiscal incrementaron la crisis hasta un límite intolerable. Alimentando asimismo a una voraz corruptocracia que utilizó los mecanismos cambiarios para montar uno de los más descarados saqueos de los bienes públicos protagonizados durante toda la era democrática del país. 

En esas dramáticas circunstancias y sin que fueran resueltas las causas estructurales de la crisis económica y el descontento social que hacía presagiar,  triunfa en su segunda postulación a la presidencia de la república Carlos Andrés Pérez en diciembre de 1988. Lo hace montado en un programa demagógico y populista que coqueteaba con la ilusión de volver al deslumbrante despilfarro de la Venezuela Saudita de su primer gobierno e hizo despertar las más extravagantes expectativas. Su triunfo fue arrollador acaparando bastante más del 50% de la población electoral
. Y en cuanto asumió el mando en febrero de 1989 el despertar fue cruento. Contrariando a su electorado y asumiendo medidas que se habían hecho absolutamente indispensable pero que ni siquiera dejaría entrever durante su campaña electoral, decidió “sincerar” la economía venezolana acompañado por un sólido gabinete económico formado por jóvenes y talentosos funcionarios y técnicos, provenientes en su mayoría de la izquierda moderada del Movimiento al Socialismo y convertidos luego en tecnócratas de la escuela de Chicago. Fueron los “Chicago boys”, ese grupo de talentosos economistas tan execrados por el propio partido del presidente, AD, que terminó por distanciarse definitivamente de uno de sus principales líderes históricos y dejarlo en la solitaria estacada. Precisamente cuando Pérez más necesitaba de su partido, clave maestra en el control de los trabajadores organizados y los sectores mas depauperados de la población.

Esa política de reajustes estrictamente acoplado a las recomendaciones del Fondo Monetario Internacional – fin del control de cambio, libre flotación de la moneda, término inmediato a la política de controles y del dólar preferencial, que habían permitido los más escandalosos casos de corrupción en el gobierno de su correligionario Jaime Luisinchi, fin de los subsidios y alza en los precios de la gasolina, tradicionalmente vendida en Venezuela muy por debajo de sus costos de producción - provocó una auténtica conmoción nacional. El país despertó como sonámbulo de una década de enmascaramiento y se tuvo que enfrentar sin anestesia a los efectos del llamado “paquete económico”. Las consecuencias serían catastróficas y abrirían la puerta al dique contenido hasta entonces a duras penas.  Apenas a tres semanas de la rimbombante asunción de mando – de “coronación” la calificarían los medios, ya por entonces ferozmente críticos – y aparentemente motivado por una insignificante alza en las tarifas del transporte suburbano un sangriento motín popular sacudiría a la adormecida capital caribeña. Fue el “Caracazo” del 27 de Febrero de 1989, aplastado a sangre y fuego por la Policía Metropolitana, la Guardia Nacional y el Ejército con un costo en vidas calculado en varios centenas, sino miles de caraqueños. El Caracazo terminaría abruptamente con el sueño de construir una nueva Venezuela moderna y acoplada a las exigencias de la globalización, intención que albergaba el mismo Presidente Carlos Andrés Pérez quien afirmaría que el proyecto económico y social que estaba comenzando a implementar lo llevaría, al cabo de los cinco años de su mandato, a salir en andas de Miraflores, el palacio de gobierno. Dos años después estaría a un paso de salir acribillado por las salvas de ametralladoras de los soldados dirigidos por un joven oficial de ejército llamado Hugo Rafael Chávez Frías. La hasta entonces contenida y amansada tradición militarista y caudillesca de Venezuela, tan pródiga en dictaduras militares y golpes de estado, volvía a asomar sus garras. La caja de Pandora estaba abierta.
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Por los mismos años en que Venezuela se convertía en la Arabia Saudita de América Latina y su población se  hacía al despreocupado y democrático disfrute de los bienes importados que esa súbita riqueza permitía, un joven llanero nacido en el pueblo de Sabaneta, en el Estado Barinas, ingresaba a la Academia Militar. Recibiría la espada de oficial el mismo año en que Carlos Andrés Pérez asumiera la primera magistratura de la nación y desfilaría orgulloso como joven cadete en la parada militar de los fastos de transmisión de mando. Según una página de su diario íntimo, recientemente dado a conocer por quien fuera su amante 10 años después, siguió esa misma noche por televisión y con ostensible orgullo la retransmisión de esa su primera participación pública, preguntándose por el impacto que su gallarda figura uniformada causaría en su familia, especialmente en doña Elena, su madre, una severa y rigurosa maestra de escuela con la que entonces y hasta el día de hoy mantendría pésimas y nada pacíficas relaciones, llegando al extremo de no intercambiar palabras con ella durante largos períodos de su vida. Sorprendentemente, en esa misma página señalaba negro sobre blanco: “desfilé frente al presidente de la república. Algún día también yo seré presidente y Venezuela será mía.”
 ¿Alguna extraña relación de causalidad freudiana entre aquel conflicto familiar y estas asombrosas y tan tempranas ambiciones? Ese joven recién graduado de oficial no tenía otra ideología que sus insólitos anhelos, pero buscaría ansiosamente el cauce para satisfacer tan desmesuradas y precoces ambiciones. Su nombre: Hugo Rafael Chávez Frías. Siguiendo ese propósito y estimulado ideológicamente por su hermano mayor, Adán, antiguo militante del Partido Comunista Venezolano, comenzaría tempranamente a conjurarse con algunos compañeros de armas, organizando una logia conspirativa con la intención de dar un golpe de estado y hacerse con el poder político del país. Coincidía así con una estrategia diseñada por el comandante guerrillero Douglas Bravo, entonces en la clandestinidad, quien luego del fracaso de la lucha armada sostenía la necesidad de penetrar las fuerzas armadas venezolanas y establecer una sólida alianza entre ellas y los sectores populares para hacerse con el Poder y establecer un régimen revolucionario.


En efecto, los sectores de la izquierda revolucionaria sufrirían un duro revés  a manos de las fuerzas armadas venezolanas, especialmente del ejército, templado y fortalecido en el espíritu constitucionalista y democrático en su lucha de años contra la guerrilla guevarista comandada por el PCV. Es de tenerlo presente, toda vez que muchísimos de los altos oficiales de las actuales fuerzas armadas participaron como jóvenes oficiales en esos sangrientos enfrentamientos e incluso debieron sufrir la invasión de un contingente de guerrilleros cubanos. Pues prácticamente por los mismos años en que fuera derrocado el general Pérez Jiménez (enero de1958) y Rómulo Betancourt iniciaba la construcción de la democracia venezolana, Fidel derrotaba a Fulgencio Batista e iniciaba la construcción de la revolución socialista en Cuba (enero de 1959). Ambos caminos resultaron absolutamente excluyentes y sus líderes enemigos mortales. El resultado inmediato fue el rompimiento de las relaciones diplomáticas y la exclusión hasta hoy del régimen fidelista de la Organización de Estados Americanos. Por ello, y a pesar de la derrota de la guerrilla y su consiguiente pacificación bajo el primer gobierno del democristiano Rafael Caldera (1969-1974), así como de su reincorporación en la lucha política democrática, un hilo de continuidad entre los intentos revolucionarios de los sesenta y el posterior desarrollo de los acontecimientos fue alimentado subrepticia y clandestinamente en el seno mismo de las fuerzas armadas. La clave tenía nombre y apellidos: Hugo Rafael Chávez Frías y su Movimiento Revolucionario 200.
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El triunfo de Carlos Andrés Pérez en 1988 se vio condicionado por las presiones internacionales hacia la globalización y, más grave aún, por la necesidad de encontrar salida al agotamiento del sistema político y económico que Venezuela se había dado a la caída del general Pérez Jiménez en 1958. Si bien el Pacto de Punto Fijo y la Constitución que la recién establecida democracia se diera en 1961 habían permitido el paso de una Venezuela semi rural y casi analfabeta  a una Venezuela moderna,  con una sólida infraestructura profesional y técnica, decenas de universidades y grandes desarrollos urbanos, su aparato político y económico lucía agostado y exangüe. La participación política había decrecido hasta convertir al sistema democrático en una formalidad electoral, los sindicatos estaban fuertemente burocratizados y los partidos políticos no habían logrado modernizarse dando paso a nuevas generaciones de cuadros dirigentes. Todo lo cual hubiera podido continuar de no encontrarse fracturado el acuerdo de adhesión de sus clases medias con el sistema político ante la dramática pérdida de poder adquisitivo debido a la creciente inflación y a la devaluación progresiva de la moneda.


Conciente del crítico estado de la economía y de la esclerotización del aparato estatal, fuertemente centralista y burocratizado, Carlos Andrés Pérez le presenta a la nación un agresivo programa de reformas: liberalización económica, descentralización del aparato de Estado, reforma del sistema bancario y una reforma  tributaria y fiscal apoyada en un sistema de redistribución que protegía a los sectores más desvalidos de la población intentando al mismo tiempo la maximización de la recaudación impositiva. Contaba para ello con un brillante y joven equipo de gobierno, ajeno a militancia partidista alguna y visto con extraordinario recelo por la conservadora clase política establecida, especialmente por la cúpula dirigente de Acción Democrática, prácticamente marginada de la gestión de uno de sus hombres. De hecho, la candidatura de Pérez se había impuesto en 1988 contra la voluntad de Jaime Lusinchi, el presidente en ejercicio, y del candidato oficial del gobierno, el entonces ministro del interior Octavio Lepage. Sólo la participación activa del sector sindical y agrario de AD – al que Pérez recurrió directamente, pasando por sobre las élites del partido- le permitió hacerse con el derecho a ser el candidato oficial de AD. Incluso su triunfo se debió más a su propio carisma y a su capacidad de movilización que a la acción organizada de las bases de AD. Tal quiebra era una bomba de tiempo. Llegado el momento de requerir de su apoyo, su partido se convertiría en uno de sus principales verdugos. Y el presidente Lusinchi en el factor clave de su defenestración, tres años después.


Incluso Miguel Rodríguez, el brillante economista a cargo de Cordiplan, el ministerio de planificación, ha debido reconocer la falla estructural de dicho programa, cuyos frutos macroeconómicos convirtieran a la economía venezolana en la de mayor éxito en el mundo, con un 10% de crecimiento en 1991.
 Tal programa, en efecto, estaba montado sobre una tremenda soberbia política, carente de todo esfuerzo por generar consenso y crear una sólida base social y política de apoyo. Ciegamente confiado en su carismático poder de convocatoria y convencido de que estaba llevando a cabo una verdadera revolución modernizadora, descuidó Carlos Andrés Pérez incluso todo contacto directo con los electores creyendo en el poder de convencimiento de los frutos de su gestión. En efecto, la economía creció a un ritmo hasta entonces desconocido, el desempleo descendió hasta un soportable 6%, se inició una audaz y eficiente política de privatizaciones  y Venezuela se convirtió en un importante polo de atracción para los grandes inversionistas internacionales. Pero la brecha abierta entre el gobierno y la clase política tradicional, por una parte, y la población electoral, por la otra, lo condujeron a un total y dramático aislamiento. El Congreso Nacional, dominado por AD y COPEI decidieron quitarle todo apoyo. La Central de Trabajadores de Venezuela (CTV) que había sido el soporte de su candidatura también tomó distancia y los grupos de presión de la clase dirigente optaron por volverle la espalda.


El primer capítulo del via crucis de Pérez fue el ya mencionado “Caracazo” del 27 de Febrero de 1989, exactamente a 23 días de la toma de posesión. Obnubilado por los fastos de su trasmisión de mando dejó crecer dos o tres focos de agitación motivados por el alza en las tarifas de transporte sin otorgarles mayor importancia, hasta que el país comenzó a arder por los cuatro costados.
 Saqueos masivos y generalizados afectaron a todo el comercio de la capital, ante la total pasividad y en algunos hasta con la complicidad de la policía. Cuando la revuelta amenazaba con convertirse en una gigantesca rebelión popular, Pérez decidió la intervención de las fuerzas armadas. Las cifras oficiales hablan de 300 muertos. Las cifras de las organizaciones no gubernamentales de defensa de los derechos humanos mencionan la cifra de hasta 2.000 muertos y desaparecidos. Desde entonces, Pérez debió enfrentarse a la más feroz de las oposiciones de COPEI, el MAS y AD. Los medios se volcaron masivamente en su contra, generando una matriz de opinión que terminó por generalizar un rechazo masivo de la población. Era el rechazo de las elites políticas conservadoras que veían cuestionado su poder por la reforma estructural del Estado, así como la rebelión de las clases medias por verse privadas del antiguo poder adquisitivo. Más aún: Pérez se convertiría en el chivo expiatorio del odio del país contra toda una clase y su sistema político, acusados y con razón de ineficacia, inmoralidad y corrupción. Aunque parezca extraño: los sectores populares permanecieron relativamente indiferentes a la odiosidad despertada contra el gobierno. La Corte Suprema de Justicia, la Fiscalía General de la República, el Congreso y los medios masivos de comunicación en cambio comenzaban a mostrarse dispuestos a iniciar una batalla frontal para destituir a Pérez y sentarlo en el banquillo de los acusados. Se dio así inicio al ajuste de cuentas con un pasado que había comenzado a ser detestado por una ciudadanía indiferente a los ingentes logros de esos cuarenta y únicos años de democracia. Ante la crisis de legitimidad del gobierno constituido legalmente, un vacío  de poder se hizo manifiesto. Era el momento ideal para que el uniformado convidado de piedra de esos mismos cuarenta años se manifestara: lo hizo a través de un golpe de Estado fallido que, a pesar de haber sido militarmente derrotado, supuso el comienzo del fin de Carlos Andrés Pérez y de toda una época de la historia venezolana.
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La factura que la partidocracia tradicional, a la cabeza de una enfurecida clase media, le pasara a Carlos Andrés Pérez a partir del fracasado golpe de estado de 1992, fue verdaderamente feroz. Nueve meses después del fracasado golpe de estado de los llamados comacates (comandantes, capitanes y tenientes) una facción de la armada y la fuerza aérea intentan otro golpe, relativamente independiente del escenificado el 4 de Febrero. Fue el 27 de noviembre de ese mismo año, igualmente derrotado y con serias implicaciones internacionales, toda vez que un nutrido grupo de oficiales y suboficiales de la Fuerza Aérea Venezolana se dirigió en un Hércules de la FAV hasta Iquito, en el Perú, donde encontrarían protección y asilo brindados por el presidente Fujimori y su asesor de inteligencia Vladimiro Montesinos, con quien establecerían sólidas y perdurables relaciones.

Concientes de la gravedad de la crisis sistemática por que atravesaba el país, todas sus instituciones se coaligaron para sacar a Pérez del juego político, llevarlo ante la justicia, procesarlo y condenarlo. Para ello se pusieron en juego todos los mecanismos institucionales. Gracias a informaciones confidenciales y documentos en poder del ex presidente Jaime Lusinchi, -él mismo seriamente cuestionado por la rampante corrupción llevada a cabo por sus funcionarios y las más que extrañas circunstancias en que su secretaria privada y amante Blanca Ibáñez disponía de un poder omnímodo sobre las decisiones del gabinete- el entonces fiscal general de la república, ex canciller en el primer gobierno de CAP y embajador en Francia del gobierno Lusinchi Ramón Escobar Salom acogió una denuncia efectuada por el periodista, varias veces candidato presidencial de la izquierda venezolana y actual ministro de la defensa del gobierno de Hugo Chávez José Vicente Rangel. El motivo: la utilización de 17 millones de dólares de la partida secreta del ministerio del interior para contribuir a la conformación del aparato de seguridad de la presidencia de Nicaragua, entonces en manos de Violeta Chamorro. Dicho expediente permitió que el congreso autorizara el enjuiciamiento de CAP por la Corte Suprema de Justicia, fuera condenado, destituido y encarcelado, dando paso a un gobierno de transición y preparando las elecciones presidenciales de 1993.

En la sombra de todo este complejo y  bien articulado proceso político que algunos analistas aceptan en catalogar de “golpe de estado frío o constitucional” y al que el propio CAP haría responsable por las desastrosas consecuencias que tendría en la futura e inevitable ruptura de la tradición democrática y constitucionalista del país, se encontraba el más importante dirigente del social cristianismo Rafael Caldera. Fundador él mismo de la democracia venezolana junto a Rómulo Betancourt y creador del pacto de gobernabilidad que le diera inicio, llamado de Punto Fijo precisamente por ser ése el nombre de su casa habitación caraqueña en la que se firmara, Rafael Caldera había gobernado sin contrapesos en el seno del partido y ejercido la presidencia de la república (1969-1974). Disgustado por el liderazgo asumido por sus delfines Eduardo Fernández y Oswaldo Álvarez Paz y la designación del primero de ellos como candidato presidencial por COPEI en la contienda pre candidatural de 1988, en la que es vencido por Fernández  en una ominosa derrota celebrada en el Poliedro de Caracas, Rafael Caldera, consumido por el despecho, decide pasar a la reserva y retirarse de la contingencia política inmediata, negándole incluso su apoyo a Eduardo Fernández en su lucha electoral contra Carlos Andrés Pérez, que le vence. 

Decide volver a la acción con el olfato del extraordinario político que fuera el mismo día en que el congreso debate en torno del fallido golpe de estado de esa madrugada, el 4 de Febrero. Senador vitalicio dada su condición de ex presidente de la república, se comunica con la secretaría de la presidencia y señala que quiere hablarle al país desde la presidencia del congreso. Pensando que dará su respaldo a la institucionalidad democrática y condenará el golpe de estado, la presidencia le brinda toda la cobertura de una cadena nacional de televisión. Para su inmensa sorpresa se encuentra con que en su dramático discurso el ex presidente se distancia drásticamente de Pérez y de Eduardo Fernández, condena el golpe pero lo justifica, rechaza la idea de que los golpistas, especialmente quien condujera las tropas en Caracas, Hugo Chávez, tuvieran intenciones magnicidas
 y en un dramático reclamo, con lágrimas en los ojos, denuncia que “democracia con hambre no es democracia”. Con un extraordinario golpe de teatralidad capitaliza políticamente las acciones del golpe, aísla a Pérez y a su gobierno, derrumba todas las esperanzas de Fernández en un próximo triunfo electoral, se monta en la ola del descontento popular y se perfila como el hombre provincial que el país necesita para salir de Carlos Andrés Pérez, tenderle una mano a los insurrectos y restañar las heridas.
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Para postularse a las elecciones presidenciales de 1993, Rafael Caldera se ve obligado a romper con la dirigencia de COPEI y rechazar medirse en una contienda interna con su nuevo mortal enemigo decidiendo montar tienda aparte.  El partido se ve en la obligación de expulsarlo, en una suerte de parricidio político.  Caldera avanza hacia el poder montando un aluvional movimiento político que agrupó a todo un amplio sector del mismo partido COPEI que se iría tras su líder fundacional y todas las fuerzas de izquierda agrupadas en el Movimiento al Socialismo (MAS), el PCV, el Movimiento Electoral del Pueblo (MEP) y diversos grupúsculos e independientes de izquierda, todos ellos simpatizantes de los protagonistas del golpe de estado y base electoral futura de Hugo Chávez, entonces encarcelado y pagando condena por su sublevación junto a los otros militares conspiradores. A poco de constituir su gobierno, que gana en unas muy estrechas y cuestionadas votaciones enfrentado a Oswaldo Álvarez Paz –su hijo putativo-, Claudio Fermín (AD) y Andrés Velásquez (La causa R), absuelve a los golpistas y los llama a formar parte de su gobierno encargándoles de instituciones de desarrollo social o de funciones diplomáticas. Sólo Chávez rechaza el llamado e insiste en descalificar los procesos electorales como forma de acceder al Poder, organizando un movimiento revolucionario que llama Movimiento Bolivariano 200 (MVR-200), formado por militares golpistas en retiro y algunos civiles ganados a la causa de la conspiración.

El gobierno de Caldera, que en sus mismos comienzos debiera enfrentar y solventar una muy grave crisis bancaria
 desatada poco antes de su ascensión durante los últimos días del gobierno provisional del historiador y prestigioso político Ramón J. Velásquez, y que obligara a su gobierno a dilapidar varios miles de millones de dólares, vivió dos etapas de signo contrario y perfectamente diferenciadas en cuanto a su política económica: un primer período marcado por el populismo, el estatismo, el control de cambio y el anclaje cambiario. La acumulación de problemas financieros y fiscales provocado por dicha política obligaría al gobierno  a dar un giro de 180° y asumir la liberalización de las instancias económicas y los consejos del Fondo Monetario Internacional a mitad del período: devaluación lineal, libre flotación del dólar y restricción del gasto fiscal, a pesar de lo cual al final de su mandato dejaría una deuda interna de 1.2 billones de bolívares que hacían impagable los sueldos y salarios de los empleados de la administración pública. Tal viraje en su política económica lo haría a redropelo de sus verdaderos deseos y ante la evidencia del cúmulo de dificultades que habían llevado a la economía nacional a un verdadero cuello de botella. Le entregaría la responsabilidad de dicha política al ex líder guerrillero, brillante economista y entonces dirigente máximo del Mas, Teodoro Petkoff.

Para poder gobernar ante tamañas dificultades, Caldera debió deslastrarse de los sectores más radicales de su informe movimiento y sellar un sólido pacto de entendimiento con Acción Democrática y su secretario general, un estalinista burócrata de aparato y hasta entonces anónimo hombre hecho en las sombras  de la organización de la social democracia venezolana, Luis Alfaro Ucero. Gracias a Alfaro contó Caldera con un congreso apático a cualquier reclamo y fortaleció el sentido cupular y burocrático de la dirigencias de los dos más importantes partidos políticos venezolanos, desacreditados públicamente desde entonces como la “cogollocracia”. Carentes de toda moralidad pública y de todo auténtico sentido de responsabilidad nacional, las viejas dirigencias de AD y COPEI se aferran al poder de sus instituciones, cierran el paso a cualquier intento de modernización, castigan con la expulsión a los sectores rebeldes y creen posible controlar el Poder político y el destino del país con sus decisiones de camarillas. Tal realidad queda plásticamente expresada con el término que designa a las sedes de ambos partidos. De haber sido la amplia y combativa expresión del sentimiento popular, AD y COPEI se convierten en el “búnker” que protege a las dirigencias y les resguarda de cualquier disposición a un profundo cambio político. 

Es en este ambiento de absoluta desintegración de las cúpulas políticas y de su total incapacidad para comprender la profundidad de la crisis que ni ellos ni el gobierno de Caldera han sabido conjurar, que tienen lugar las elecciones presidenciales de 1998. La clase política ha tocado fondo, el desprestigio de las instituciones parece irreparable, los medios han adquirido un gigantesco protagonismo político y el electorado se manifiesta desconcertado y confundido. Un solo mensaje parece hacerse oír: hay que acabar con el establecimiento político, hay que echar abajo todas las instituciones, hay que ponerle punto final al Pacto de Punto Fijo. Un solo candidato accede a esos reclamos y los convierte en su programa de gobierno: Hugo Rafael Chávez Frías, el derrotado golpista de 1992. Su triunfo sería arrollador. Con él, un capítulo fundamental de la historia venezolana llegaba a su fin.
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Dos viejos e importantes protagonistas del amplio acuerdo político que culminara en 1958 con la redacción y firma del Pacto de Punto Fijo jugarían un rol preponderante en el diseño de la futura carrera política del teniente coronel de ejército en retiro Hugo Rafael Chávez Frías. Sin su decisiva intervención, Chávez no hubiera sido candidato a la presidencia de la república, no hubiera contado con los medios económicos para financiar su campaña ni muchísimo menos hubiera sido capaz de aglutinar el amplio espectro de fuerzas sociales y políticas que hicieron de su propuesta un movimiento invencible y de su triunfo un éxito espectacular. Ambos pertenecieron a la Unión Republicana Democrática (URD) liderada por uno de los tres fundadores de la democracia venezolana, el dirigente Jóvito Villalba. Uno de ellos, Luis Miquilena, había comenzado su carrera política a comienzos de los años 40 como militante del partido comunista y dirigente del sindicato de autobuseros, plegándose luego al partido URD. Poco después de participar en calidad de militante de dicho partido en el gobierno de Rómulo Betancourt se retiraría de la política activa para convertirse en un rico y próspero estanciero, no volviendo a la lucha política sino al fragor del golpe de estado de 1992. El segundo de ellos, José Vicente Rangel, joven abogado hijo del homónimo Presidente (gobernador) de Zamora (Barinas) durante la dictadura de Juan Vicente Gómez y enjuiciado por peculado a la caída del presidente Medina Angarita  haría posteriormente una sólida carrera como parlamentario independiente, derrotado candidato presidencial de las fuerzas de izquierda y del MAS en dos ocasiones y periodista de opinión con una importantísima audiencia nacional. Tanto Miquilena como Rangel, experimentados políticos y veteranos en el arte de la negociación,  convencerían a Chávez de abandonar la violencia como vía de acceso al Poder y lo guiarían por la difícil senda electoral. Reconociendo las tremendas potencialidades de un líder tan carismático  y con tanta capacidad mediática como Chávez, súbitamente elevado al más alto sitial de la palestra pública gracias a su corta y definitiva intervención televisiva con la que llamara a sus compañeros a deponer las armas “por ahora” al mediodía del fracasado golpe de estado, vieron en el joven oficial rebelde al candidato perfecto para que la izquierda venezolana – de todo signo y condición- rompiera el cerco electoral del 6% histórico del que jamás  logró zafarse y pudiera conquistar el poder por la vía pacífica.
 


Contando con tan experimentados “operadores” políticos, Chávez salió del polvoriento espacio  de insurrecciones y conspiraciones revolucionarias  en el que se había movido hasta entonces y logró atraer a su candidatura, paso a paso y en un trabajo de relojería, a los distintos componentes de la izquierda venezolana y a esa amplia y difusa masa de electores divorciada ya del control de los partidos tradicionales. Trabajo tanto más provechoso, cuanto que en el mismo momento las cúpulas de AD y COPEI se encontraban enzarzadas en insólitos y rocambolescos manejos para respaldar extravagantes candidaturas sin ningún futuro político. COPEI, de la mano de su viejo líder y ex presidente de la república Luis Herrera Campins jugó todas sus cartas a una ex Miss Universo y exitosa alcaldesa de un minúsculo  municipio de grandes comercios y entidades bancarias, Irene Sáez. AD prefirió lanzar de candidato al gris, oscuro y desconocido aparatchik Luis Alfaro Ucero, mientras que la joven organización Proyecto Venezuela echaba al ruedo a un empresario exitoso y triunfante gobernador del industrioso Estado Carabobo de origen democristiano, Henrique Salas Römer. 


La campaña resultó todo un espectáculo de mercadotécnica y de absurda componenda electorera. Irene Sáez punteó en las encuestas hasta seis meses antes de las elecciones, cuando sufrió una desastrosa caída en picada de su popularidad, perdiendo toda posibilidad de competir con éxito por la ansiada primera magistratura. Alfaro Ucero jamás logró despegar, a pesar de los ingentes e inútiles esfuerzos de AD, ya francamente divorciado del sentimiento popular de sus propias bases. Salas  Römer utilizó todos los efectos de una costosísima y bien financiada manipulación mediática: campaña publicitaria y trucaje de encuestas- sin lograr alcanzar las cotas que prometía. Y Hugo Chávez, que comenzara con un modesto 2% al comenzar el año, pareció contar con una insólita mayoría de un 75% al aproximarse la fecha de la contienda electoral. Desesperados y faltando apenas una semana para las elecciones, las cúpulas de AD y COPEI se deslastraron de sus candidatos, expulsando incluso a Alfaro, renuente a aceptar los hechos y traicionando todas las esperanzas de la ilusionada Irene Sáez, apostando todas sus cartas a la mejor opción entonces disponible: Salas Römer. La jugada, sin embargo, ya estaba decidida: Chávez venció con una sólida e impactante mayoría absoluta. El largo periplo comenzado en la academia militar, pasando por la conjura, el golpe militar, la cárcel y el destierro interior terminaba con un triunfo electoral deslumbrante.
 El camino  para la revolución bolivariana estaba abierto.

SEGUNDA PARTE

CHÁVEZ: UNA ILUSIÓN FRUSTRADA
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Ningún presidente de la era democrática contó jamás con un respaldo mayor y dispuso de poderes tan omnímodos como los que han estado a disposición de Hugo Rafael Chávez Frías en los casi tres primeros años de su mandato.   Fue tal el entusiasmo y las expectativas de cambio que despertara en todos los estratos de la población, ansiosa por poner fin a los abusos e iniquidades de los regímenes pasados, que incluso aquellos sectores que no le brindaran su voto se volcaron a respaldar su gestión. Su carisma, su simpatía, su capacidad de comunicación, su estilo desenfado y directo y su tremenda capacidad de conectar con los sectores populares – cualidades que sólo había mostrado cuarenta años antes Rómulo Betancourt – le permitieron hacer tabula rasa con el establecimiento y barrer con todas las instituciones políticas legadas por la que él llamaría desde entonces la corrupta democracia del puntofijismo o IVRepública. Un apoyo post electoral cercano al 90% ponía en sus manos la extraordinaria ocasión de llevar a cabo una auténtica revolución modernizadora de las anquilosadas estructuras sociales, económicas y políticas del país y situarlo, por fin en óptimas condiciones en este umbral del nuevo siglo. Era exactamente lo que el país deseaba.


El descrédito del establecimiento político y las grandes frustraciones provocadas por sus promesas reiteradamente incumplidas condujeron a una adhesión total con la primera parte explicita entonces en su estrategia de gobierno: demoler las viejas instituciones y construir una nueva legalidad. Es más: su gran éxito en las elecciones presidenciales y sus sucesivos triunfos en las distintas campañas que dirigiera con insólita lucidez y osadía se cumplieron gracias al respaldo de las bases tradicionalmente afectas a AD o a COPEI. El país se le rindió a sus pies. Incluso Carlos Andrés Pérez se vio obligado a reconocer que al país se le abría una posibilidad extraordinaria. Y no sólo los sectores populares o las clases medias: banqueros, empresarios y los estratos económicas más poderosos de la sociedad parecieron entusiasmados con la realidad política que se le abría al país. 

Esta vez, tal adhesión fue directa y pasó por sobre cualquier forma de organización partidaria. Chávez comenzó comunicándose directamente con las mayorías en el más puro y rancio estilo del caudillismo populista latinoamericano. La figura a la que más se asemejaría, sería la del general Juan Domingo Perón. Incluso el Polo Patriótico que le acompañara – la agrupación política ad hoc constituida por del MAS, el PPT (Partido de los Trabajadores, una escisión de la Causa Radical), el PCV, el MEP, los restos de URD, e independientes - así como el MVR (Movimiento V República) y el MBR-200 (Movimiento Bolivariano Revolucionario 200) propiamente de su hechura, no han sido más que apéndices de absoluta obediencia, sin poder real sobre el programa político, social o económico de gobierno ni capacidad de influir sobre la voluntad y las decisiones del caudillo. 


Seguía con ello la estrategia revolucionaria formulada por su asesor, el sociólogo argentino Norberto Ceresole, para quien y bajo las particulares condiciones de América Latina las transformaciones estructurales debían ser producto de la alianza estratégica entre el caudillo, el pueblo y sus fuerzas armadas. Y para quien los grandes obstáculos e impedimentos en la carrera hacia el logro de esa llamada “revolución bolivariana” serían tanto el democratismo burgués como el izquierdismo marxista-leninista. Y hacía rememorar un no oculto deseo de cesarismo democrático, siempre subyacente en las ilusiones del desplazado conservadurismo venezolano. Ni democracia burguesa ni dictadura proletaria, ni capitalismo ni socialismo: ¿cuál terminaría siendo el contenido real de la “revolución bolivariana”?


Toda la dinámica política de los dos primeros años de gobierno estuvo determinada por la decisión de destrozar las viejas instituciones y refundarlas desde cero. El instrumento utilizado por Chávez y el amplio espectro de apoyo cobijado en el Polo Patriótico y el MVR fue el llamado “proceso constituyente”: el poder fundacional reside en el soberano, quien puede negarle autoridad y legitimidad a las instituciones establecidas y convocar a la constitución de otras nuevas. Fue así como gracias a una asamblea constituyente con aplastante mayoría de sus seguidores consiguió redactar una nueva constitución hecha a su medida y semejanza, aprobarla con una inmensa mayoría en un referéndum constituyente aprobatorio y copar el nuevo parlamento - la nueva Asamblea unicameral -, la Corte Suprema de Justicia, la Fiscalía General de la República, la Contraloría General de la República, la Defensoría del Pueblo e incluso el Consejo Nacional Electoral (CNE) con sus más fieles incondicionales. Para culminar este proceso constituyente llamó a la relegitimación de las máximas autoridades, es decir: a la elección por el soberano del nuevo presidente de la república. Obvia decir que volvió a ganar las elecciones por un amplísimo margen, sumando los nuevos seis años que ordena la recién aprobada constitución bolivariana a los dos años de gobierno ya transcurrido, asegurando la vigencia de su presidencia por un total de ocho años. En la euforia del triunfo aseguró que gobernaría por lo menos hasta el 2021. La revolución bolivariana navegaba con las velas desplegadas. Y recién comenzaba.
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Aspectos claves de la gestión gubernativa quedaron opacados o simplemente desplazados a un segundo plano por el empuje y la eficacia en el cumplimiento de los objetivos estrictamente políticos de esta primera etapa estratégica: la destrucción de las viejas instituciones y de los partidos políticos tradicionales. La aplanadora chavista desterró del escenario político a toda la vieja dirigencia, dejando en su lugar a nuevos grupos y partidos emergentes, como Primero Justicia –una reunión de jóvenes ejecutivos, más cercanos a la tradición empresarial que a la vida política partidista y dispuestos como el propio presidente de la república a hacer tabula rasa con el pasado- y los grupos políticos del chavismo: el MVR y el MBR-200, así como viejas reminiscencias del remoto pasado revolucionario, sin verdadera significación y lejos de todo contacto con las masas. AD y COPEI se encontraban en ruinas. En esos primeros dos años de gobierno Chávez copó todas las esferas del poder e incrementó su presencia mediática hasta extremos desconocidos. Sabiéndolo “hombre-rating”, los canales de televisión seguían todas sus actuaciones y transmitían sus palabras en cadena nacional. Su programa dominical “Aló Presidente” batió todos los records de audiencia y era seguido por millones y millones de venezolanos. Se convirtió en el niño consentido de los medios. Era el gran triunfador de todas las jornadas y su revolución, en palabras de Bolívar, “avanzaba a paso de vencedores”. Si jamás presidente alguno había llegado al Poder con tal apoyo electoral, tampoco ninguno había resistido dos años de desgaste con tal fortaleza. A mediados del 2001 mantenía una holgada mayoría en las encuestas de popularidad y nada parecía presagiar un cambio en las tendencias que le aseguraban un predominio absoluto en el escenario político nacional.


Pero el incontenible ascenso del chavismo ya comenzaba a mostrar fisuras. La primera y más grave de ellas fue el distanciamiento de sus antiguos camaradas de rebelión, los comandantes Arias Cárdenas, Joel Acosta Chirinos y Urdaneta Hernández. Todos ellos pasarían a una oposición no sin razón ridiculizada por el propio presidente como una banda de “escuálidos”. Le reprocharon su alejamiento de los propósitos originarios de su conjura y sus no disimulados coqueteos con las guerrillas colombianas y el gobierno socialista de Fidel Castro. El mismo reproche, sumado a su estilo a veces procaz y extremadamente mesiánico y militarista, personalista y autoritario, le alienaron el apoyo de antiguos colaboradores civiles como su primer ministro de la secretaría, el afamado periodista y hoy alcalde mayor de la ciudad de Caracas Alfredo Peña, los periodistas Ángela Zago y Napoleón Bravo, el filósofo Ernesto Mayz Vallenilla y el historiador, diplomático, político y periodista Jorge Olavaria, así como los  constituyentes Herman Escarrá y Ricardo Combellas, el Fiscal General de la República Javier Elechiguerra, algunos empresarios que habían participado incluso en su primer gabinete  como el primer ministro de agricultura, el acaudalado hacendado Alejandro Riera y muchos más. La razón de tantos y tan graves distanciamientos se encontraba en la no explicitada política revolucionaria de su gobierno y los auténticos propósitos que se escondían tras del entusiasta y descomedido apoyo a la revolución cubana, el acercamiento a los gobiernos de Libia, Irak e Irán así como el implícito respaldo  a las guerrillas de las FARC y del ELN colombianos y la creciente militarización de los cargos más importantes de la administración pública, copados a sus niveles de viceministerios y direcciones sectoriales por oficiales de alta graduación de su más absoluta y servicial confianza. 


Y eso no era todo: cada intervención pública del presidente exacerbaba más los ánimos de los sectores más empobrecidos contra la llamada “oligarquía”, abriendo una brecha cada vez más profunda entre sus seguidores y los sectores medios que hasta entonces habían respaldado su gestión. El intento por imponer una ley de educación que cercenaba drásticamente los derechos y la autonomía de la educación privada – enormemente importante en un país con un pésimo establecimiento educativo publico – provocaría la primera rebelión masiva de los sectores medios. Y un discurso incendiario y justificante incluso de invasiones de terrenos y  otros actos delictivos si obedecían a la necesidad de mantener a la familia (“si no tuviera cómo alimentar a mis hijos, también yo robaría” - señaló palabras más palabras menos en una de sus habituales cadenas ) provocaron el asombro de un país que le había brindado todo su apoyo para rectificar errores y sanear la corrompida democracia de partidos,  no para iniciar un enfrentamiento mortal entre venezolanos y dar paso a una dictadura autoritaria y militarista. Ni muchísimo menos para importar el modelo cubano de gestión pública, absolutamente ajeno a la tradición y cultura civil de los venezolanos. El momento de la verdad comenzaba a llegar.


El factor que mayor irritación generara en los sectores que comenzaban ya a agruparse como oposición – aunque desarticulados, contradictorios y sin una clara estrategia – fue la politización creciente y sistemática de las fuerzas armadas y su utilización en funciones ajenas a aquellas para las que están institucional y profesionalmente preparadas. Si en esta primera etapa de gobierno la política asumió absoluta preponderancia, relegando la gestión económica de esta V República a un plano absolutamente secundario, el programa social y comunitario, de importancia esencial, quedó en manos estrictamente militares. El así llamado “Plan Bolívar 2000” que ha intentado cubrir necesidades tan distantes y contradictorias como higiene social, construcción de viviendas, mantenimiento de carreteras vecinales, de establecimientos escolares y programas de atención sanitaria o peluquería fueron asumidos por brigadas y batallones del ejército. Se ha pretendido con ello volcar las fuerzas armadas hacia la civilidad y fundir la relación pueblo-fuerzas armadas en concordancia con la ya mencionada estrategia de Ceresole. Las consecuencias de tal política, antes que lograr los propósitos deseados, generó un profundo descontento en el seno de las propias fuerzas armadas, deterioró su imagen ante la población y, lo que sería muchísimo más grave, permitió la emergencia de focos intolerables de corrupción. El más importante argumento utilizado con extraordinario éxito en la campaña por Hugo Chávez, la lucha frontal contra la corrupción, se convirtió en su talón de Aquiles. Liberados de toda instancia contralora – toda vez que el conjunto de las instituciones encargadas de hacerlo se encuentran en manos de los partidarios del chavismo – algunos de los más importantes altos mandos del ejército encargados de administrar los multimillonarios fondos dispuestos por el gobierno para llevar adelante el Plan Bolívar 2000 malversaron, dilapidaron o simplemente robaron miles y miles de millones de bolívares. Y aunque la DIM (Dirección de Inteligencia Militar) la DISIP (policía política) y la contraloría detectaron documentalmente dichas irregularidades, ellas fueron ocultadas o desmentidas por la presión del mismo presidente de la república. Al extremo de que hay quienes sostienen que tras esa tolerada corrupción de algunos altos mandos se esconde el deliberado propósito de convertirlos en irreductibles e incondicionales partidarios del régimen. Una grieta comenzó a profundizarse en el prestigio tradicional de las fuerzas armadas y en la credibilidad presidencial. El rumbo de la revolución bolivariana comenzaba a trastabillar y la popularidad del presidente se veía dramáticamente amenazada por las críticas, tímidas primero y luego desaforadas, de los medios de comunicación. El horizonte comenzaba a nublarse para la última esperanza del país.
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Son múltiples los factores que llevaron a la actual crisis política y a la súbita y dramática pérdida de popularidad del presidente Chávez. Visto en sus grandes líneas maestras, dicha crisis puede ser atribuida a la incapacidad del gobierno en transitar de esa primera fase de destrucción del viejo establecimiento y la fundación de nuevas instituciones, a la administración de un programa sólido y efectivo de construcción de una sociedad moderna, próspera y solidaria. Llegado a este punto crucial del destino de su mandato, la sociedad venezolana ha despertado a la conciencia de que mientras sus mayorías le dieron su respaldo y su voto para que llevara a cabo el saneamiento y la profundización de la democracia venezolana, el presidente Chávez se ha considerado mesiánicamente llamado a conducir al país por la senda de una revolución autocrática, unipersonal, militarista y sometida políticamente a la voluntad de un partido único. No es casual ni secreto: en reiteradas ocasiones manifestó el presidente Chávez que su más admirado mentor era Fidel Castro y que la revolución bolivariana seguiría “la senda del mar de la felicidad cubana”. Fiel a ese propósito no ha hecho secreto tampoco su rechazo frontal al “neoliberalismo”, a la política exterior de los Estados Unidos y al Plan Colombia, rechazando de plano considerar a las guerrillas de las FARC y del ELN como enemigas del gobierno nacional y considerándose neutral en el enfrentamiento bélico que se libra en su más importante vecino y socio comercial. Tomó serias distancias, asimismo, de la política de los aliados en el conflicto con el gobierno afgano de los Talibán, calificó de igualmente terrorista los bombardeos de las fuerzas de la OTAN y los Estados Unidos y decidió fortalecer sus relaciones con Libia, Irán e Irak, desafiando abiertamente al Departamento de Estado del país que es nuestro principal cliente petrolero. 


Pero tiene la crisis muchos otros ingredientes causales. Contrariando incluso los consejos de  Fidel, por el que siente auténtica veneración, y envalentonado por su aparentemente inquebrantable popularidad, decidió dar guerra en todos los frentes. Derrotados los partidos políticos decidió atacar a la iglesia en un país católico en un 95%. Lo hizo con un lenguaje extremadamente violento y procaz. Se enfrentó luego a los medios, llegando a proferir hirientes ofensas a sus propietarios, alguno de los cuales, como Miguel Henrique Otero, propietario de El Nacional, había puesto durante la campaña el periódico a su servicio.  Se lanzó contra Fedecámaras, la máxima organización empresarial, haciendo aprobar de la noche a la mañana y sin consulta con ninguno de los sectores directamente involucrados por ellas, un paquete de 49 leyes que deben regir las materias económicas fundamentales, como una ley de Tierras, una Ley de Pesca y Costa  y otro paquete de disposiciones algunas tan absurdas, que debieron ser corregidas ante las protestas pretextando errores de impresión. Lo hizo a horas de vencerse el período habilitante que le concediera el congreso y sin las más mínimas consideraciones de consenso. Asimismo hizo aprobar una ley tan vital para el país como la ley de Hidrocarburos, y lo hizo incluso contra la voluntad del propio presidente de PDVSA y los mejores y más experimentados expertos en la materia.  Disgustado por el triunfo de la oposición en las elecciones sindicales impuestas por el referéndum que obligaba a renovar sus autoridades, decidió desconocer la directiva encabezada por el líder sindical Carlos Ortega y llamar a la constitución de una central sindical paralela, enfrentándose así a las organizaciones sindicales del país y a la propia Organización Internacional del Trabajo. Perdió luego todas las elecciones estudiantiles celebradas en las universidades venezolanas. Y todo hace presagiar que ya no será capaz de ganar ninguna de las elecciones a las que osara presentarse. Por tal razón ni siquiera responde a las exigencias por un referéndum revocatorio, como lo plantean algunos sectores de oposición. El huracán Hugo –como fuera bautizado por los medios en sus momentos estelares de arrase electoral- ha perdido su fuerza. Los vientos ahora son contrarios y comienzan a soplarle de frente.
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Según encuestas confiables recientemente publicadas, un 85% de la población desea una rectificación en las políticas y el estilo del presidente Chávez – como se lo han solicitado públicamente incluso los sectores moderados de su propio partido bajo el liderazgo de Luis Miquilena, retirado de la política activa y evidentemente distanciado de Chávez. Más de la mitad de la población exige la salida del presidente de la república. De ese porcentaje, 83% se inclina por una vía constitucional. Existe un inmenso rechazo a la idea de un golpe de Estado y la casi totalidad de la población rechaza la participación de las fuerzas armadas en la resolución de los conflictos políticos. Aunque difusa, desarticulada y sin un visible liderazgo, la oposición se ha fortalecido extraordinariamente y, lo que hace unos meses parecía imposible: ha conquistado la calle. El 10 de diciembre un acuerdo de todos los sectores de oposición, la CTV y Fedecámaras paralizaron el país en un 85%. La razón para tal movilización que unió en un insólita caso y por segunda vez en la historia del país al gremio patronal y a la organización de los trabajadores fue el rechazo al paquete de leyes antes mencionado. Comprendiendo la necesidad imperiosa de una urgente rectificación y avanzar en la reconciliación de la sociedad venezolana, el jefe del grupo parlamentario del partido de gobierno diputado Ernesto Alvarenga incentivó la creación de una mesa de diálogo de los distintos factores políticos y económicos del país. Tal iniciativa no sólo fue desautorizada por Chávez: su presidente, el diputado Alejandro Armas, fue expulsado de su cargo, humillado públicamente y amenazado con la expulsión del partido. Terminó internado en una clínica, gravemente afectado en su ya quebrantada salud por la violencia del autoritario rechazo presidencial.
 El 23 de enero, fecha aniversario de la caída de la dictadura del general Pérez Jiménez, una marcha convocada por todos los sectores de oposición, desde los partidos políticos hasta las organizaciones de la sociedad civil, logró reunir en un desfile pacífico y sin oradores ni tribuna por el centro de la ciudad a 300 mil personas. En tal ocasión el presidente de la república recurrió al expediente de neutralizar las acciones callejeras de la oposición organizando eventos paralelos con todo el respaldo de las instituciones  y el financiamiento públicos. “Si los escuálidos, ha dicho, reúnen diez mil o más personas, yo reúno cientos de miles, millones de personas en la otra esquina”. No logró reunir más de la cuarta parte de la cantidad movilizada por la oposición. Anticipando tal éxito ordenó prohibir el sobrevuelo de aviones o helicópteros sobre la ciudad el día de la marcha. Para su desgracia, funcionarios de la seguridad estatal encargados de filmar desde un helicóptero los eventos hicieron llegar la grabación a los canales privados.

Espontáneas concentraciones de repudio al gobierno se han convertido en el pan de cada día de los atardeceres caraqueños. Es cierto que el gobierno mantiene, aunque ya muy menguada, su capacidad de convocatoria. Pero para efectuar manifestaciones de respaldo suficientemente numerosas debe recurrir al expediente de hacer movilizar desde distintos puntos del país y con fondos públicos a su clientela electoral, la que recibe un pago por el servicio. Los cacerolazos se han generalizado, especialmente durante las numerosas y obligatorias cadenas nacionales de radio y televisión, a tal grado, que el presidente ha debido pedirle a sus seguidores que también toquen sus cacerolas o enciendan cohetes y otros fuegos pirotécnicos, pero en señal de aprobación. Ante el fracaso de este extraño expediente se ha visto obligado a espaciar si no suspender por un tiempo su aparición televisiva. Y, caso absolutamente inédito para su estilo más propio y que tan buenos rendimientos electorales le diera, ha evitado toda confrontación. Obvió toda mención a los casos de altos oficiales de las cuatro ramas que haciendo uso de un derecho constitucional decidieron manifestar públicamente su desacuerdo con la actual gestión, su rechazo al estado de sometimiento de las fuerzas armadas a una parcialidad política e ideológica e incluso solicitar su renuncia a la presidencia de la república.


El divorcio de Chávez con los medios es definitivo e irreparable. Obligados a invadir los terrenos de la confrontación política ante la ausencia de eficaces medios institucionales de protesta y la agresiva y permanente confrontación, a veces mediante un trato humillante, a que los sometiera el presidente, todos los medios, sin excepción, le han vuelto la espalda. Si hasta hace algún tiempo le prestaban toda su cobertura y lo habían convertido en el niño mimado de prensa, radio y televisión, hoy constituyen un cerrado frente de oposición. Toda posibilidad de “objetividad”, es decir: de frío distanciamiento ante los hechos se hace imposible dada la práctica fractura del país en dos bloques antagónicos y aparentemente irreconciliables. 

Dicha fractura atraviesa al conjunto de la sociedad y repercute sobre todas sus instituciones, incluidas, naturalmente, las Fuerzas Armadas. La derrota inflingida el 4 de Febrero y el 27 de noviembre de 1992 a los grupos sediciosos por el conjunto de las fuerzas, que se mantuvieron apegadas a la institucionalidad, dejó hondas huellas y heridas no del todo cicatrizadas. A pesar de haberse producido el extraño caso de que un teniente coronel dado de baja por su comportamiento anticonstitucional asumiera la comandancia general de las Fuerzas Armadas ganada en elecciones democráticas, e insistiera en glorificar la fecha de tal felonía involucrando incluso a las mismas fuerzas armadas que derrotaran ambos intentos sediciosos en sus celebraciones, las fuerzas armadas han mantenido un comportamiento institucional a lo largo de estos tres años de convulsiones y tempestuosas relaciones entre la civilidad y el mundo castrense. Han debido aceptar el permanente uso del uniforme de teniente coronel por parte del presidente de la república en actos estrictamente políticos e incluso escuchar arengas revolucionarias en el interior de los cuarteles dadas por un oficial, el general Cruz Weffer, que detentaba el más alto mando como comandante en jefe del ejército y seriamente cuestionado por evidentes, reiterados y demostrados actos de corrupción administrativa.  Seriamente quebrantadas y sin duda desmoralizadas por la grave crisis en que se encuentran inmersas, hoy asisten al creciente deterioro de su disciplina y al “goteo” de altos oficiales que osan cuestionar públicamente la autoridad presidencial llegando hasta a exigir su renuncia.
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Cálculos conservadores cifran en 70 mil millones de dólares los ingresos petroleros de que ha dispuesto el gobierno de Hugo Chávez para enmendar el torcido rumbo de la economía venezolana. Otro hablan de cifras cercanas a los 85 mil millones de dólares. Muchísimo más que las brindadas en ayuda por los Estados Unidos a Europa al finalizar la  II guerra mundial con el Plan Marshall y una cuarta parte de la cifra total de que dispusiera la escarnecida democracia puntofijista en sus 40 años de ejercicio. A pesar de tan fantásticos ingresos, logrados es justo decirlo con una acertada aunque cortoplacista política de intervención sobre la OPEP y su estrategia de precios, el endeudamiento interno de 1.5 billones de bolívares dejado por la administración Caldera se duplicaría en tan solo un año de gobierno chavista y hoy, a tres años de ejercicio, alcanza la monumental cifra de 7.5 billones de bolívares. El superávit de la balanza comercial del país durante estos tres años de gobierno ha sido superior a los 25 mil millones. De dólares No obstante, en el mismo lapso la fuga de capitales gravemente acelerada durante el último año debido a la desconfianza generalizada por las políticas del gobierno asciende a la cantidad de más de 20 mil millones de dólares. Cifras hechas públicas por el general Guaicaipuro Lameda, recientemente pasado a retiro y retirado de la presidencia de PDVSA por su actitud crítica frente a la Ley de Hidrocarburos impuesta por el ejecutivo y su cuestionamiento respecto del gabinete económico, indican que el actual endeudamiento de esta gigantesca y antaño eficientísima empresa nacional alcanza los 9 mil millones de dólares. Convertida en caja chica para los megalómanos dispendios del gobierno y su plan Bolívar 2000, hoy se encuentra en la más difícil situación de su historia. Tan absurdo ha sido el manejo presupuestario de la nación, que la misma PDVSA debe cancelar al exterior un 9% anual por dicho endeudamiento, mientras se ve obligada a mantener en depósito en el Fondo de Estabilización Macroeconómica (FEM) la cantidad de 4 mil millones de dólares por los que no recibe del estado más que el 3% de interés. Este, a su vez, debe cancelar por su endeudamiento interno intereses que hoy oscilan entre un 60 y un 70% anual.
 

A pesar de los reiterados llamados de atención de los especialistas respecto de la crisis que se incubaba debido al fastuoso dispendio fiscal y a los errores de la política económica –anclaje cambiario y sacrificio permanente de las reservas internacionales para evitar la devaluación con el fin de represar o frenar cualquier brote inflacionario - el gabinete económico, dirigido por el economista de formación marxista, Jorge Giordani, insistió en trasmitirle al país la idea de que la economía venezolana era la más sólida del continente. Y que nada ni nadie obligarían a efectuar la devaluación recomendada por los especialistas, dada la evidente sobre valuación del bolívar en más de un 40%. Las cifras macroeconómicas manejadas por Giordani para convencernos de la sanidad de la economía nacional podrían ser efectivas en un plano puramente retórico. En la realidad el desempleo supera con mucho el 20% de la población laboral, el subempleo alcanza a más del 50%, la economía informal ha copado todos los espacios de la actividad económica y la industria se halla en un grave estado de postración ante la indirecta subvención a las importaciones que tal anclaje cambiario ha incentivado.


Precisamente cuando la crisis política adquiere dimensiones catastróficas, el gobierno decide dejar flotar el dólar libremente y asumir en los hechos las recomendaciones del hasta hoy execrado Fondo Monetario Internacional: en una semana se devaluó el bolívar en un 30%. Insólito: el ministro Giordani afirma que se negó a satisfacer las demandas de la oposición que exigía una maxi devaluación. A este 30% de devaluación el ministro le resta toda importancia llamándola “libre flotación de la moneda”. En un mes el dólar ha pasado de Bs. 770 a Bs. 1.025, sin frenar la quema de reservas, cercana desde comienzos de año y antes que termine el mes de febrero en 3 mil millones de dólares. Los productos de primera necesidad han aumentado hasta en un cien por ciento. Y está pronto a llegar un Airbus especialmente acondicionado para los frecuentes y prolongados viajes del presidente a un costo de 65 millones de dólares. Estas graves contradicciones entre la difícil situación económica que vive el país y los dispendios fiscales hacen temer y no sin razón que pronto el presidente de la república y su revolución bolivariana pierdan incluso el respaldo de los sectores populares que aún le respaldan. Un panorama verdaderamente sombrío.

.
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El 11 de Septiembre de 2001 marcó sin duda un hito en el desarrollo de la situación política venezolana e inició la que podríamos considerar la fractura de no retorno en la historia de esta VRepública. El presidente se encontraba de viaje en un larguísimo periplo que lo llevaría por tres continentes en 23 días. Tal era la seguridad en su inconmovible poder, que podía ausentarse por tanto tiempo sin temer la pérdida de su popularidad. Creía entonces posible recuperarla con una simple cadena de televisión de cuatro o cinco horas, como le fueran habituales. La totalidad de ausencia por giras al exterior –fundadas o infundadas- suma ya varios meses, como el tiempo calculado en cadenas nacionales alcanza en estos tres años de gobierno la insólita cifra de 13 días con sus noches ininterrumpidamente. 

No estaba en Venezuela cuando el país se viera conmovido hasta sus entrañas por el terrible atentado contra las torres gemelas del World Trade Center. Y no está demás señalar que en todos los ámbitos de su vida cotidiana, desde el deporte hasta el espectáculo, el venezolano se siente profundamente vinculado a los Estados Unidos. Y aunque pueda sorprender: al margen de consideraciones políticas, en las cuales su tradición cimarrona puede manifestar un rechazo categórico a ciertas actitudes imperiales de un país que en el fondo admira sin reservas. Para expresarlo en términos directos y comprensibles: puede ser tremendamente pro norteamericano y al mismo tiempo un convencido antiyanqui.   Por ello e independientemente de análisis causales o justificaciones sociológicas o políticas, condenó sin atenuantes la felonía de                  un ataque tan artero como el realizado por el terrorismo Talibán contra un símbolo de un país que le parece admirable. De allí que se solidarizara sin reservas con el pueblo norteamericano y su gobierno y estuviera dispuesto a asumir los costos de esa solidaridad. Esperó ansioso al presidente y siguió con apasionamiento la cadena nacional de televisión en que el presidente daría cuenta de los resultados de su gira y tomaría posición frente a los luctuosos sucesos ocurridos en Manhattan.

Los resultados dados a conocer aquella noche por el presidente Chávez fueron magros y apenas justificaron un esfuerzo y un dispendio de tal naturaleza. Salvo señalar el placer que había sentido en departir una tarde con la Reina Isabel, a quien le regalara la pintura de un papagayo y quien por razones estrictamente protocolares de casi todos conocidas no permitiera un abrazo que quisiera darle el efusivo presidente venezolano, y en entretenerse con sus amigos, los primeros ministros Tonny Blair,  Jacques Chirac y Vladimir Putin, ningún dato específico sobre acuerdos comerciales o tratados firmados vino a ratificar la necesidad e importancia de la gira. Lo que sí impactó a la tele audiencia y de manera chocante fueron sus declaraciones condenando los bombardeos de los países aliados contra Afganistán y la acusación de que también eran actos de terrorismo. “No se puede atacar al terrorismo” –dijo en aquella ocasión-“con otros actos de terrorismo”. Y demostró su aserto enseñando una foto de niños afganos muertos durante el curso de uno de los bombardeos.

No sólo Venezuela comprendió el verdadero alcance de sus palabras y despertó con esa ducha de agua fría del encantamiento a que lo sometiera un líder con tan inmensa capacidad de seducción masiva: la Casa Blanca vio con estupor que no contaba con el respaldo sincero y desinteresado de un país aliado que hasta muy poco tiempo atrás había sido su principal y más confiable proveedor de petróleo y un socio político y comercial de enorme importancia en la región. Sumada a sus reiteradas declaraciones de neutralidad en el conflicto colombiano, a su extraño comportamiento al rechazar la extradición de un importante guerrillero del ELN responsable del secuestro de una aeronave colombiana, de su pública reiteración de admiración por la revolución cubana, del extraño comportamiento de los órganos de seguridad del Estado en el caso de Vladimiro Montesinos y de su acercamiento a las dictaduras de Libia e Irak, estas declaraciones terminaron por romper la aparente apatía de una cancillería que había actuado con cierta neutralidad ante un gobernante aparentemente contrario a sus intereses. El margen de maniobra para la política multipolar que preconizaban sus asesores internacionales y Norberto Ceresole se estrechaba considerablemente y las posibilidades de autonomía política parecían amenazadas para siempre. Era el comienzo del fin.
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Analistas políticos de buena voluntad insisten en señalar que entre el presidente Chávez  y la creciente e irritada oposición del país existe un monstruoso malentendido. Consiguientemente, sostienen la opinión de que bastaría abandonar los falsos presupuestos con que se descalifican unos a otros, actuar de buena fe y darle crédito al contrario, para que cesaran los enfrentamientos y el país terminara por enrumbarse por la buena senda de la fraternidad democrática. En ese mismo sentido argumentan quienes consideran que gran parte de los problemas que enfrenta la crispada vida política venezolana se debe a una mera cuestión de estilo, especialmente del brutal, a menudo ofensivo, procaz y nada diplomático tono del discurso presidencial. El mismo presidente contribuiría a generar tan extraña opinión, señalando que para enjuiciarlo debieran sus críticos atender más a los hechos que a sus palabras. De esa misma opinión fue el embajador de Estados Unidos en Venezuela al comienzo de su mandato John Maisto, quien además de recomendar extrema benevolencia hacia el carismático y nada convencional líder venezolano para no incurrir en los graves errores cometidos contra Fidel y que tan amargos costos le supusiera al Departamento de Estado durante cuatro décadas, debía tenderle la mano y comprenderlo por sus acciones, no por sus discursos. Tal magnánima liberalidad ha sido gravemente cuestionada por la embajadora Donna Hrinak, quien además de ser llamada a Washington con ocasión de las declaraciones del presidente Chávez respecto a la guerra contra Afganistán debió reconocer que deja el cargo profundamente desilusionada por la falta de transparencia en la actitud del gobierno venezolano hacia el Plan Colombia y la lucha contra el terrorismo, así como con el evidente fracaso de esta revolución, en la que ella misma y su gobierno cifraran tantas esperanzas.

Obviamente no estamos solamente ante un problema de estilo. Estamos ante una profunda desconfianza generada por una política que ya ha manifestado con suficiente claridad sus propósitos de largo plazo a través de acciones políticas concretas: control de todas las instancias del poder público, desde la asamblea hasta gobernaciones, alcaldías y concejos; control de los sindicatos, sus organismos de base y su central obrera; control de los gremios de empresarios y profesionales; control de los medios de comunicación y  finalmente el control del aparato productivo y financiero del país. El fracaso en el logro de estos objetivos no ha obedecido a la voluntad del presidente: ha sido el resultado de una sistemática y feroz oposición de las potenciales víctimas y al trabajo de esclarecimiento tenaz y cotidiano de los medios de comunicación y por sobre todo de las acciones concretas emprendidas sin desmayo por los diversos sectores, grupos y asociaciones de la sociedad civil, prácticamente en pie de guerra desde el momento mismo en que el chavismo intentara apoderarse de sus espacios. 

El primer frente de oposición lo planteó el periodismo de investigación al denunciar los abusos y actos de corrupción en que incurrieran los jerarcas civiles y uniformados del régimen, destapando casos emblemáticos de apropiación de los dineros públicos, sobre todo en el Plan Bolívar 2000 y en el Frente Único Social (FUS). Luego se produjo la intensa movilización de padres y representantes de colegios privados ante el intento por imponer una ley de educación (el decreto 1011) que vulneraba derechos constitucionales y que incluso introdujera la formación militar en colegios de enseñanza media.  Luego fue el triunfo de la oposición en las elecciones sindicales y en la elección de la directiva de la Central de Trabajadores de Venezuela (CTV), elecciones en las que el gobierno pusiera todo su empeño y cuyo candidato, Aristóbulo Istúriz no obtuviera más del 15% de los votos. Intentó también y con un estruendoso fracaso ganar las elecciones de Fedecámaras, presentando de candidato a la presidencia de esa organización a un empresario cercano al régimen. Y quiso imponer el copamiento político de la principal universidad del país, la Universidad Central de Venezuela (UCV) mediante un golpe de fuerza: un grupo de activistas entre quienes se encontraba el hijo de quien fuera entonces la vicepresidente de la república, Adina Bastidas, protagonizó una toma violenta del rectorado, secuestró a sus autoridades y quiso imponer una “constituyente universitaria” con el fin de renovar sus autoridades y poner la universidad al servicio del pueblo. Fueron desalojados por varios miles de estudiantes  que forman parte de la mayoría de la población universitaria contraria al movimiento y a las políticas del presidente de la república.

Se ha desarrollado pues un violento enfrentamiento entre la oposición y el gobierno. Sin esa disposición de la sociedad civil a defender sus propios espacios y a rechazar los intentos de copamiento por parte del oficialismo, el presidente Chávez controlaría hoy absolutamente todas las esferas de la vida social, política, económica y cultural de la sociedad. La oposición estaría en fase de extinción y el país navegando viento en popa por el mar de la felicidad cubana. Tal vez hoy ya sería demasiado tarde para revertir el proceso.
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¿Es posible que el presidente responda a la solicitud de rectificación que le solicita la inmensa mayoría del país? ¿Es posible que se siente a una mesa de diálogo y comprenda que la democracia es la pacífica convivencia de intereses distintos, contrarios o contrapuestos? ¿Es posible que abandone el darwinismo político como norma superior de comportamiento frente a sus semejantes? ¿Es posible llevarlo al convencimiento de que la política no es un campo de batalla y que los grupos sociales y políticos no son contrincantes de una guerra a muerte? Resumido en una crucial pregunta que la gran mayoría de los venezolanos aún no son capaces de responderse:¿Es el teniente coronel Hugo Rafael Chávez Frías un demócrata?

Obviamente, las fuerzas políticas que le adversan y que ya van siendo mayoritarias no tienen tiempo para plantearse esas preguntas en el retórico universo de las ideas. Están obligadas a actuar anticipando por aproximaciones, aunque sean parciales o erróneas, las respuestas. Gracias precisamente a que no han esperado las respuestas a sus incógnitas, éstas no han sido respondidas con la tremenda negación y el espanto de los hechos. Tanto mejor incluso para el propio presidente de la república: sigue disfrutando del beneficio de la duda. Y muchísimo mejor para el país, que se ha ahorrado cerrar con una tragedia este rocambolesco episodio de la historia nacional. 

Aunque cada día es mayor el número de quienes ya se han respondido a tal interrogante y piensan que Chávez es un político poseído por pretensiones mesiánicas, profundamente autoritario y conformado en la mejor tradición del dual maniqueísmo de los dictadores, para quienes la política es un campo de batalla, el otro un enemigo, el poder un botín y su logro una apuesta de alto riesgo al todo o nada. Y cuya ideología política se encuentra mucho más próxima al autoritario nacionalismo socialista de Fidel Castro que al demagógico populismo de Perón. De allí que la política venezolana haya ingresado a un escenario de drásticas resoluciones y que la oposición, en estado de creciente expansión, se plantee un solo objetivo: la salida de Chávez de la presidencia y el fin de su VRepública. 

Las fórmulas adelantadas por la oposición abarcan un amplio espectro de alternativas, de acuerdo a las disposiciones establecidas en la constitución de 1999. Desde el referéndum revocatorio, que además de plantear condiciones prácticamente imposibles de cumplir – fue redactada esa constitución a la medida del presidente – sólo puede llevarse a cabo dentro de tres años, hasta la declaración de incompetencia del presidente o abandono del cargo. El antiguo Fiscal General de la República que orquestara la defenestración de Carlos Andrés Pérez, el abogado Ramón Escobar Salom plantea la reedición de tal expediente, para lo cual se requiere de una mayoría en la Asamblea Legislativa y una favorable disposición entre los magistrados de la Corte Suprema de Justicia. E incluso tal fórmula no parece viable, toda vez que aunque destituido el presidente asumiría el mando el vicepresidente, un ex golpista puesto en el cargo por su superior jerárquico Hugo Chávez, conjurado del 27 de Noviembre y quien tendría 30 días para llamar a elecciones que, además, serían controladas por el Consejo Electoral absolutamente manejado por quien sería el presidente destituido. Aún así, el ex fiscal confía en que la insoportable presión de la sociedad terminará por modificar los criterios en ambas instancias institucionales: el viento sopla inexorablemente a  favor de la oposición. El MAS, cuyo sector dominante  retirara su apoyo al presidente, propone reunir las firmas de un 15% del electorado inscrito en los registros para convocar a un nuevo proceso constituyente con el fin de modificar la constitución y llamar a una renovación de todas las autoridades. Otros sectores plantean la reunión de firmas del equivalente al 51% del electorado, alrededor de 6 millones de ciudadanos, para establecer un Poder Constituyente y exigirle a la Corte Suprema y a las Fuerzas Armadas la inmediata destitución del presidente. Y finalmente los sectores más poderosos de la sociedad, el gremio de empresarios (Fedecámaras) y la central obrera (CTV), apuestan a una movilización escalonada de paros y huelgas que culmine en una huelga general indefinida que obligue a la renuncia del presidente de la república, siguiendo el modelo empleado en Perú para exigir la renuncia de Fujimori y en Argentina, donde la presión popular y los sucesivos cacerolazos lograron obligar a la dimisión de cuatro presidentes.

Todos los observadores políticos y quienes conocen íntimamente al presidente insisten en señalar que no se dejará acorralar por la oposición y que no abandonará el cargo sin librar una lucha despiadada y sin cuartel, incluso al precio de un enfrentamiento civil y el consiguiente derramamiento de sangre. El factor determinante en dicho caso, aparentemente todavía lejos del inmediato horizonte pero susceptible de presentarse súbitamente si se produce un acelerado deterioro de la situación nacional e internacional – las consecuencias de la guerra en Colombia y la intervención de los Estados Unidos – continúan siendo las Fuerzas Armadas. Independientemente de la públicamente ya insinuada posibilidad de declaración de un estado de excepción y un autogolpe, queda la siempre latente posibilidad de un golpe de estado, de cualquier signo. Las declaraciones hechas públicas por el alto mando al día de hoy conducen a negar la viabilidad de ambas acciones. Las Fuerzas Armadas han reiterado a través de las recientes declaraciones de los comandantes supremos de sus cuatro fuerzas y de su máxima autoridad, el general de 3 soles y Comandante General Lucas Rincón su disposición a mantenerse alejadas de los conflictos políticos que sacuden a la sociedad y han insistido en su solicitud de que tales conflictos se diriman de manera pacífica y democrática. Esto a pesar del reiterado llamado de algunos altos oficiales que han solicitado públicamente y ante el asombro general  la rectificación o renuncia de Hugo Chávez.
 Tal expediente demuestra que no existen logias conspirativas en el interior de las Fuerzas Armadas y que la vocación de la oficialidad continúa siendo eminentemente constitucionalista y democrática. Lo que no deja de sorprender a los ex golpistas que detentan el poder, desde el propio vicepresidente de la república hasta el ministro de defensa, quienes señalan que tales declaraciones son irrelevantes pues tales oficiales ni siquiera son conspiradores, “gente verdaderamente seria”, como señalara recientemente en sorprendentes declaraciones José Vicente Rangel.

A pesar de su todavía escasa organicidad, de su aparente carencia de proyectos alternativos y de la falta de un liderazgo de recambio, la oposición parece dispuesta a terminar durante este mismo año con lo que considera “la pesadilla Chávez”. Con ello terminaría de ponerle punto final al último capítulo del viejo y ya anquilosado modelo estatista e intervencionista de país, llevado a la exasperación por el gobierno de Hugo Chávez, y abrir la página a una Venezuela moderna, justa y solidaria, inserta en el proceso de globalización y definitivamente comprometida con las corrientes más pujantes del nuevo siglo. Ante la incógnita de qué hacer, algunos analistas recuerdan el aserto del más lejano antecedente ideológico del chavismo, Carlos Marx, quien señaló que la historia jamás se plantea problemas que no esté en condiciones de resolver. O como señala un cordial saludo de la tradicional simpatía venezolana: amanecerá y veremos. 

UN PRIMER EPÍLOGO 

SALVADO “POR AHORA”

Antonio Sánchez García
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No pasó un mes desde que escribiéramos el ensayo que precede, para que en Venezuela se precipitaran los acontecimientos que, de alguna forma, considerábamos inevitables. La acción mancomunada de Fedecámaras y la Central de Trabajadores de Venezuela en respaldo a la huelga de la alta gerencia, empleados y trabajadores de Petróleos de Venezuela PDVSA en rechazo al nombramiento de una nueva Junta Directiva por parte del gobierno, culminó el 11 de abril recién pasado en la más grande manifestación pacífica de la historia de Venezuela, que reuniera a más de un millón de personas. La decisión de los manifestantes de trasladarse por la autopista central de Caracas desde la sede de PDVSA en Chuao, una urbanización del este de la ciudad, hasta Miraflores, sede del palacio de gobierno, desencadenó hechos luctuosos que terminaron en la muerte de 12 manifestantes y casi una centena de heridos por francotiradores y pistoleros en hechos aún no esclarecidos. La decisión tomada por el presidente de la república ante la gravedad de los acontecimientos de ordenar la puesta en práctica del más extremo plan de contingencia militar para reprimir una insurrección, el llamado Plan Ávila, y el rechazo de las autoridades militares competentes y del comandante en jefe de la Fuerza Armada Venezolana, General Vásquez Velasco a obedecer tal orden por considerarla criminal, dieron lugar a su destitución, la renuncia del estado Mayor de la Fuerza Armada y el nombramiento de un presidente interino, rocambolescos acontecimientos conocidos como “el Carmonazo”.


La grave crisis vivida entre el 11 y el 13 de abril tuvo todos los visos de una profecía auto cumplida. La profunda división que vive la sociedad venezolana en todas sus instancias, civiles y militares, hacía presagiar un desenlace, del cual nadie sabía con exactitud la forma y sus términos. Pero nadie en el país, ni siquiera los más optimistas de entre los analistas, salvo el propio presidente de la república y su más cercano entorno, dudaban de que el gobierno se enfrentaba a una oposición creciente que le obligaría a realizar profundas rectificaciones o a renunciar en el corto o mediano plazo, vista la enorme pérdida de popularidad del presidente, incluso entre sus propios sectores, y el rechazo nacional a su gestión.  La caída de Chávez era, y sigue siendo, cuestión de tiempo. El desenlace de estos extraños sucesos, que deja al desnudo el talante democrático de gran parte de la oposición al presidente Chávez, pero muestra en carne viva el profundo desgarramiento que sacude a la sociedad venezolana, incluidas naturalmente sus fuerzas armadas, no es garantía ninguna de estabilidad. El presidente ha vuelto a ocupar el mando de la nación, pero en condiciones extremadamente precarias. Lo hace como resultado de una fórmula de compromiso entre los distintos sectores castrenses: el mal menor. No cuenta ya con la legitimidad soberana, que lo rechaza en un altísimo porcentaje y está prisionero de las bayonetas, su peor castigo. No tiene hoy más alternativa que rectificar dramáticamente, echando por la borda toda la parafernalia revolucionaria y bolivariana, buscando construir un consenso con fuerzas moderadas y opositoras y tratando de ganar tiempo para permitir se activen los mecanismos constitucionales que hagan posible su salida y una transición hacia un nuevo gobierno. La crisis de gobernabilidad ha tocado fondo y tal situación es insostenible en el tiempo.


Si el regreso de Chávez es la clásica victoria pírrica, la derrota de la oposición es un gigantesco triunfo, del que ni siquiera ha tomado conciencia. Antes de las jornadas del 10 de Diciembre, que paralizara el país asombrando a tirios y troyanos, nadie apostaba un centavo por la pronta salida de Hugo Chávez. Mucho menos él mismo, que coqueteaba reiteradamente con su permanencia en el Poder hasta el 2021. Que a pocas horas de vivir la humillación de verse en la obligación de lavarse sus propios calzoncillos ante sus cuarteleros declarase ante la guarnición del regimiento de paracaidistas de Maracay que volvía a pensar en permanecer en el mando hasta el 2021 es una simple e ingenua fanfarronada de un hombre psíquica y emocionalmente desequilibrado por los graves sucesos que sufriera. Hoy debe contar con una gigantesca masa opositora, decidida incluso al sacrificio, así se encuentre confundida, desencantada y abatida. Mucho más temprano que tarde volverá a encenderse el espíritu de rebeldía que anima a los sectores más dinámicos de la sociedad venezolana, en todos sus estratos.


Los hechos del 11 de Abril han dejado en claro, en todo caso, la enorme orfandad política de la oposición. El derrumbe de los partidos políticos tradicionales por obra y gracia de sus propios errores y por la acción demoledora del chavismo en sus momentos de gloria ha dejado a los actores sociales que se oponen frontalmente al gobierno sin capacidad de gestión política inmediata y carentes de operadores experimentados. Es una dolorosa contradicción, pues los mismos que reclamaban aún a riesgo de sus vidas la salida inmediata de quien consideran un tirano ambicioso que ha frustrado sus propias esperanzas, fueron los anónimos actores que hace tres años junto al mismo Hugo Chávez empujaran a los partidos políticos tradicionales y sus direcciones al abismo. Los cientos de miles de manifestantes, algunos hablan de más de un millón de ellos, que exigieron la renuncia de Hugo Chávez son, en su inmensa mayoría, jóvenes desencantados del establecimiento político tradicional que se sienten profundamente disgustados por lo que los venezolanos llaman “las marramucias politiqueras y cogollocráticas”, agravadas en el caso del chavismo por la extraña liga entre ese espíritu politiquero, populista, demagógico y engañoso con ideas de un trasnochado castrismo revolucionario. 


La dolorosa experiencia del 11 de Abril está lejos de haber sido metabolizada por los actores en conflicto. Hugo Chávez y el chavismo están al borde del abismo. Podrán capear el temporal, pero se encuentran en la difícil situación de no poder avanzar hacia la prosecución de su proyecto revolucionario. La única vía posible para hacerlo, dar un auto golpe, está sellada para siempre: ni siquiera el ejército, el componente más leal a su proyecto y que lo sacara de las brasas, está en condiciones de adelantar una aventura que terminaría en carnicería. Ni que pensar en la reconquista de la popularidad del “soberano”. Como bien lo saben los amantes despechados: un amor perdido es irrecuperable. Luego de sucesos como los vividos el 11 de Abril, como bien dice un hermoso punto margariteño, “el alma queda trizada”.


La mayor ambición que imaginamos debiera haberse incubado en las huestes del chavismo, es salvar la cara, aquietar las aguas, conceder puestos claves a la oposición, hacer rectificaciones importantes y capear el temporal, alargando la gestión hasta el 2004, cuando según la constitución se abre la posibilidad de convocar a un referéndum revocatorio. Ese sería, si estamos hablando de políticos responsables, el programa máximo. Ello permitiría al chavismo asegurar la carga y prepararse para el futuro, reinsertarse en la vida institucional del país y convertirse en una fuerza de primera importancia en el futuro panorama democrático del país. Dios ilumine al extraviado Hugo Chávez y lo lleve a comprender que los tiempos de la ira yacen en el olvido.


La oposición deberá comenzar a confiar cada día más en las organizaciones políticas de la sociedad, únicos garantes de la administración de los conflictos en un regimen democrático. Se abre un enorme abanico de posibilidades para los partidos democráticos capaces de rejuvenecerse, “aggiornarse”, estudiar y proponer un proyecto de país. Por desgracia, tal proceso no se realiza en un invernadero: debe tener lugar al fragor cotidiano de las luchas, que se anuncian severas. Antes es mucho más probable que Hugo Chávez deba dejar la presidencia, se establezca un regimen democrático de transición y se vaya a nuevas elecciones para designar a las nuevas autoridades. En este último panorama, el papel de la Asamblea Nacional será decisorio. Ya la mayoría parlamentaria del chavismo, que fuera devastadora hace apenas unos meses, pende de dos o tres votos. Posiblemente sea éste el cauce de los próximos enfrentamientos, hasta que algún error –de los tan habituales en Hugo Chávez – vuelva a abrirle las compuertas al gigantesco caudal que arrase, con la fuerza de los terribles deslaves del Ávila, la precaria institucionalidad del país.
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Teodoro Petkoff, el ex comandante de las guerrillas del Partido Comunista Venezolano, fundador del Movimiento al Socialismo  MAS y su candidato presidencial en la contienda de 1983, actualmente retirado de la política activa en sus calidad de director del periódico vespertino TalCual, de Caracas, ha acuñado una muy pintoresca expresión para designar a esa izquierda venezolana anclada en los sesenta y que, según el mismo Teodoro, aún no se han enterado de la caída del muro de Berlín: la llama “la izquierda borbónica”. Elegante y diplomática manera de llamarla minusválida intelectualmente, reconocida su feroz incapacidad para aprender de los viejos errores y decidirse de una buena vez a volver la página. 


Esa izquierda borbónica, ahora no ya la venezolana sino la internacional, que para mayor desgracia no está mínimamente informada acerca de lo que realmente ocurre en nuestro país, insiste en medir nuestra realidad con los cartabones de sus propias experiencias pasadas. Y como una buena porción de dichas experiencias se consumió en una insólita capacidad para acumular errores y hundirse en el tremedal de callejones sin salida, busca en trasnochados paralelismos insuflarle aire a sus propios equívocos.


Nuestra buena izquierda borbónica chilena pretende ahora encontrar un exacto paralelismo entre los sucesos venezolanos del 11 de abril y los muy desgraciados sucesos chilenos del 11 de septiembre de 1973. Incapaz de ver un poquito más allá de sus congestionadas narices, ni siquiera aventura algún paralelismo con el Tancazo del 29 de junio de ese mismo año, prefacio o balón de ensayo del golpe que pusiera dramático fin al intento de socialismo en democracia llevado adelante por la los sectores moderados de la Unidad Popular y a los afanes por instaurar una dictadura revolucionaria de los sectores radicales del PS y del MIR.


Nada más lejos del golpe de estado de las Fuerzas Armadas chilenas y todos los sectores sociales, económicos y políticos que adversaban al gobierno de Salvador Allende, que esta opereta de golpe de estado vivida en Caracas entre el 11 y el 13 de Abril recién pasado. Ni siquiera el contexto social. En Chile, la acción de la Unidad Popular había herido de muerte al capitalismo internacional y criollo con una agresiva política de privatizaciones. No sólo con la nacionalización del cobre sino con la reforma agraria y la estatización de la banca y de las grandes y medianas empresas privadas. En Venezuela no se ha efectuado en estos tres años de gobierno de Chávez ni una sola privatización. Las dos más importantes fuentes de ingreso del país: el hierro y el petróleo fueron nacionalizadas durante el primer gobierno del presidente socialdemócrata Carlos Andrés Pérez en enero de 1975 y 1976 respectivamente. Y el estatismo que se pretendió implementar en Chile ha sido un mal endémico del que se quejan en nuestro país tirios y troyanos: el estado venezolano ha poseído líneas aéreas, hoteles, industrias básicas, compañías navieras y otras empresas dedicadas a insólitas actividades económicas que han terminado en la quiebra sistemática, el dispendio y la corrupción. El país está vacunado contra el estatismo hasta el extremo tal que Chávez no se ha atrevido hasta hoy a intentar una sola estatización. 


Pero valga al respecto una pequeña aclaración, pues una suerte de estatización dentro de la estatización, fue el detonante final de esta crisis que quebrantó quizá si para siempre la triunfante y ascendente carrera de Hugo Chávez, hoy sentado en su puesto no por quienes lo eligieran democrática y masivamente el 4 de diciembre de 1998, sino por un estado mayor del ejército que no supo qué hacer con el vacío de poder que se viviera en estos pocos días que sacudieran al mundo. Sobre todo ante la impericia política y la ceguera de una camarilla a la que ese mismo estado mayor le entregó el mando y debió quitárselo rápidamente, ante su gigantesca incapacidad de gestión política y el aislamiento al que lo empujaron los sectores democráticos antichavistas del país. Pues no fueron ni el saqueo de la marginalidad ni la acción de los círculos bolivarianos ni las masas populares quienes devolvieron a Chávez al sillón del que estaba dispuesto a renunciar si le daban a él y a su familia el derecho a asilarse en Cuba.


Me explico: Petróleos de Venezuela S.A. (PDVSA), la primera empresa petrolera del mundo y la empresa más grande de toda América Latina fue creada por el mismo Carlos Andrés Pérez en 1976, para gestionar la extracción, producción y mercadeo nacional e internacional de nuestro principal producto de exportación y nuestro fundamental proveedor de divisas. Más del 80% de los ingresos nacionales derivan de la acción de PDVSA. Conscientes todos los sectores políticos del país de que esa empresa era nuestra gallina de los huevos de oro y que había que cuidarla como a “hueso santo”, según reza la expresión chilena, no se la entregó a la rebatiña política. No es malo usar en este asunto otro paralelismo, recordando la eficacia operativa y gerencial de los interventores del PC, del PS y del MAPU que se hicieron cargo de las empresas chilenas nacionalizadas por la UP. Insistiendo además en guardar las debidas proporciones: PDVSA aporta anualmente al fisco venezolano no menos de 25 mil millones de dólares. 


Ante la magnitud del negocio petrolero, el país decidió fundar y gestionar PDVSA como una empresa con fines de lucro, y así quedó establecido en sus estatutos. No es, pues, una empresa del Estado a gerenciar con otros fines que no sean los de la optimización de la ganancia, no siendo una empresa con fines caritativos o sociales, ni un medio para financiar proyectos políticos. Pertenece a todos los venezolanos, sin exclusión de ninguna naturaleza. Tan en serio fue tomado este espíritu fundacional, que PDVSA se convirtió en una de las empresas más sólidas del mundo, sus empleados en ultra calificados profesionales y su gerencia en una elite surgida de las propias filas de la empresa tras una muy seria y estricta calificación en un proceso de carrera que recibió el nombre de “meritocracia”. En PDVSA se ha ascendido hasta hace unas semanas por estrictos y rigurosos métodos de calificación profesional, no por lo que la tradición nacional llama “la carnetización”, es decir la pertenencia a alguno de los partidos del establecimiento de paso por el gobierno.


Tan eficiente ha sido esta gestión, que el gobierno de Hugo Chávez recibió de PDVSA la bicoca de 75 mil millones de dólares en estos tres años de gobierno, nada menos que la quinta parte de lo recibido por la democracia venezolana en estos últimos 43 años. Pero no fue la pregunta sobre el destino que Chávez le ha dado a esos gigantescos ingresos –  no existe una sola obra pública realizada en el país desde 1999 y el Estado Vargas, devastado por la tragedia natural de todos conocida, sigue en un lamentable estado de abandono- lo que generó la crisis de cuyos daños y perjuicios venimos dando cuenta. Fue el hecho de que, desconociendo esta tradición meritocrática, Chávez decidió destituir a la junta directiva de PDVSA, entonces a la cabeza del general de brigada Guaicaipuro Lameda – puesto por Chávez en esa posición clave después de un brillante desempeño al frente de otra institución estatal y hoy en la oposición- y nombrar una directiva con algunos militantes del chavismo, presididos por un profesor en la materia sin ninguna experiencia gerencial y operativa, todos ellos tradicionalmente enemigos de las políticas que se habían implementado en la empresa desde su misma fundación. De allí a pensar que con la violación a un estilo administrativo y gerencial se estaba tras el intento de convertir a PDVSA en caja chica del chavismo y en instrumento de su política internacional, no había más que un paso. Visto, además, el rechazo que ha despertado en la población el acuerdo energético con Cuba firmado por Hugo Chávez y Fidel Castro, altamente lesivo a los intereses de la nación y rechazados unánimemente por el personal de la empresa.


La reacción de los empleados y trabajadores de PDVSA fue completamente adversa a la decisión del gobierno. Y la solidaridad de la sociedad venezolana durante las semanas que se prolongó el enfrentamiento del personal de PDVSA con el gobierno de tal magnitud, que el 11 de Abril marcharon en apoyo a esos empleados y trabajadores en su lucha contra el intento del gobierno por someterla a sus fines políticos alrededor de un millón de personas. Fue la marcha más grande y conmovedora realizada en la historia del país. Lo fue, además, en el clásico estilo desenfadado que caracteriza al venezolano: pacífica, desarmada, con música y alegría. Por su parte, el gobierno venía enfrentando lo que se sabía sería una reacción absolutamente colosal, con el clásico estilo desafiante, destemplado y desconsiderado que le caracteriza: despidiendo en su dominical programa de radio de manera humillante a los altos funcionarios rebeldes de PDVSA como si se hubiera tratado de delincuentes. Le volvía la espalda a un país que no reclamaba entonces más que rectificación: echar atrás el absurdo nombramiento y dialogar en términos positivos con los defensores de la meritocracia.


Para terminar de explicar la magnitud del levantamiento popular del 11 de abril: culminaba el rechazo a toda una serie de medidas tomadas por el gobierno de manera arbitraria e inconsulta, como la promulgación del paquete de 49 leyes en noviembre pasado y que, al negarse a discutir con la oposición, generara la primera división en el seno del MVR, el partido de gobierno. Fue tan conmovedora la acción de esa marcha y tan repudiable la forma que encontró el gobierno para enfrentarla en su avance hacia el palacio de Miraflores – por medio de sus grupos de apoyo, algunos de ellos armados, ante la negativa del Ejército y la Guardia Nacional a obedecer la orden presidencial de activar el llamado “Plan Ávila”, despliegue de todas las fuerzas militares de la Guarnición de Caracas para reprimir la manifestación, lo que hubiera provocado no decenas, sino miles de muertes – que el principal operador político de Chávez, quien lo sacara de la semi clandestinidad, lo dotara de solvencia civil, lo convenciera de asumir la vía electoral, le creara un piso político amplio de alianzas y le financiara su campaña, llamó a una rueda de prensa  en el principal canal de televisión del país y declaró su definitiva ruptura con el gobierno de su protegido de antaño. Hablamos nada más y nada menos que de don Luis Miquilena, amigo personal, factotum,  ministro del interior y presidente de la república en ausencia de Chávez durante sus numerosos viajes por el exterior. El personero político más importante del chavismo después del propio Hugo Chávez. ¿Alguna semejanza con el 11 de septiembre?


El hecho irrebatible es que el 11 de abril se produjo una gigantesca manifestación pacífica que expresó cívicamente el repudio hoy mayoritario del país al gobierno de Hugo Chávez. El segundo hecho irrebatible es que como consecuencia de tal repudio y los gigantescos errores del mismo presidente, que ordenó silenciar los medios y hablar por cadena nacional asegurando que el país estaba en calma mientras a las puertas de palacio se producía una masacre de civiles -de cuya autoría intelectual no faltan militares y civiles que le culpan directamente a él, que siguió por radio todas las operaciones represivas que llevaron a la muerte de 12 personas, decidiendo implementar un plan militar de represión masiva llamado Plan Ávila -, sus propios compañeros de armas decidieron deponerlo. 


Ya entonces se había producido en el seno de la oposición una quiebra irreparable, que vuelve a demostrar cuán extraviada anda nuestra izquierda borbónica pretendiendo equipar el 11 de septiembre con el 11 de abril. Los sectores anti golpistas de la oposición, absolutamente mayoritarios pues representan a los partidos políticos y a la Central de Trabajadores de Venezuela se niegan a respaldar a Pedro Carmona Estanga, puesto por las mismas fuerzas armadas, dado que no representa al conjunto de las fuerzas sociales y políticas que adversan a Hugo Chávez. ¿Alguien se imagina a Eduardo Frei, a Andrés Zaldivar o a Patricio Aylwin dándole la espalda a Pinochet el 11 de septiembre y dejándolo, por ello mismo en la estacada? ¿Quién, de entre los opositores a Allende tuvo la sabiduría, la inteligencia y el coraje de oponerse a la ignominia? Guardando, es claro, las debidas distancias. Pues el general Vásquez Velasco, y todo el estado mayor de las Fuerzas Armadas venezolanas no permite un ápice de comparación con ese vergonzoso y traicionero estado mayor que convalidó la ignominia nacional aquel día que jamás será olvidado y que aún no encuentra la debida reparación pública. 


Y ello por una simple razón: Venezuela no es Chile. Es más: ni siquiera Fedecámaras, la organización empresarial venezolana, es la SOFOFA. La misma noche del viernes, en uno de los más importantes programas de opinión de la televisión venezolana, Teodoro Petkoff, uno de los más encarnizados opositores a los extravíos de este gobierno, se declaró indignado por las medidas de este insólito interinato y dijo estar ya en la oposición a Carmona. Lo mismo hizo la inmensa mayoría de la clase política nacional que se opone al gobierno de Chávez. Así, a la mañana siguiente de la espuria promulgación del absurdo decreto que disolvía las instituciones vigentes, las fuerzas políticas de la oposición representadas en el parlamento, en especial de Acción Democrática y COPEI, se unieron a la fracción parlamentaria del MVR, partido del entonces destituido gobierno, para rechazar y denunciar ante el mundo el golpe de estado que estaba en marcha. Lo mismo hicieron otros muy importantes periodistas de oposición. Para esa y otras explicaciones me remito a algunos artículos de prensa que se anexan y que dan cuenta paso a paso de los hechos de esos desgraciados días. 


Finalmente, y para terminar de precisar algunas cuestiones. Quienes creen que Chávez sigue en Miraflores porque hizo lo que no hizo Allende y porque el pueblo impidió la consumación del golpe están profundamente equivocados. Chávez fue detenido por sus “hermanos del alma”, que hace apenas unas semanas juraba conocer como la palma de su mano asegurando sobre la Biblia que jamás se levantarían en su contra. Fue tratado con una deferencia absoluta. Y si no está en Cuba con su familia, que fue lo que solicitó a cambio de firmar su renuncia, es por una decisión de los inexpertos asesores de Carmona Estanga, que se negaron a aceptarle esa condición. Pidió el concurso de los máximos dignatarios de la iglesia, a los que ofendiera y atacara públicamente en reiteradas ocasiones para que protegieran su integridad física y la volvió a pedir cuando lo traían de vuelta a palacio. Comparar esa circunstancia con la nobleza heroica de Salvador Allende en La Moneda es una perversión histórica. Recientemente Fidel Castro ha resaltado que fue él quien retuvo telefónicamente la mano de Chávez impidiendo se inmolara con un suicidio. Nada más lejos de la verdad contada en su primera declaración al país por el ya re-puesto presidente Chávez. A no ser que estemos ante otra de las habituales mascaradas de nuestros controversiales personajes: Chávez, quien para salvar la cara le haya insinuado a su bienamado maestro la decisión de “sacrificar su vida en aras de los altos intereses de la patria”; Fidel, reclamando algún protagonismo en los lamentables y ominosos sucesos. Tal decisión no se compadece con el llamado que le hiciera a Monseñor Baltasar Porras para que viniera a proteger su integridad física durante su entrega en el Fuerte Tiuna, de Caracas, sede del Ministerio de la Defensa y a Monseñor Velasco para que lo acompañara en su regreso en helicóptero desde La Orchila, la isla de veraneo presidencial en la que lo retuvieran durante sus horas de cautiverio. 

Al observador desapasionado le asombra la falta de cohesión interna y solidaridad militante del chavismo en esta hora tan aciaga: generales de la más absoluta confianza del presidente, como el General Vásquez Velasco, recientemente puesto al mando del ejército por el propio Hugo Chávez, o el general Rosendo, uno de sus más cercanos y leales compañeros de carrera al que ha encargado durante su gobierno tareas políticas de primera magnitud en la marco del Plan Bolívar 2000, se unieron al inmenso grupo de oficiales de alta graduación que le solicitaran su renuncia. Esta fue anunciada por el consentido del teniente coronel, el único general de 3 soles del ejército venezolano desde los tiempos del general Eleazar López Contreras, el inspector general de las fuerzas armadas venezolanas Lucas Rincón, quien renunciara junto a todo el Estado Mayor, la madrugada del 12 de Abril. Gobernadores electos por el chavismo, como el masista David de Lima, gobernador del estado Anzoategui, o el emeverrista Antonio Rojas Suárez, gobernador de Bolívar y por quien Chávez siente particular afecto, le volvieron la espalda de inmediato. A la mañana siguiente, 23 diputados de la Fracción Parlamentaria del MVR en la Asamblea Nacional se declararon dispuestos a “saltar la talanquera”, como llaman los venezolanos al hecho político de voltearse la chaqueta. Y cuando se leen las declaraciones de algunos de los más conspicuos  miembros del gabinete del entonces depuesto presidente, asombra ver de qué modo eluden condenar el golpe de estado en marcha en esos mismos momentos. Así, José Vicente Rangel, ministro de la defensa y de hecho segundo de a bordo, se cuida hasta el sofisticamiento de comprometerse con declaraciones en uno u otro sentido. Todo el mundo da por hecho la irreversible caida del caudillo, con excepción de Isaías Rodríguez, Fiscal General de la República, que rechaza con vehemencia el nuevo decreto de destitución de las autoridades, calificando al documento de no ser otra cosa que “una mierda”. 

Visto con absoluta objetividad, Chávez se quedó completa y absolutamente solo en poder de los militares, sin otra carta a su favor que la insólita impericia y torpeza del nuevo gobierno. Si el golpe no hubiera sido el mero producto de insólitas y sorpresivas aunque no inesperadas circunstancias y Carmona no se hubiera visto sentado en un trono para el que no estaba ni anímica ni políticamente preparado, Chávez estaría hoy en la cárcel, esperando ser juzgado por traición a la patria. Nada mejor que los hechos para demostrar que los sucesos del 11, 12 y 13 de Abril no fueron la culminación de una conspiración larga y detenidamente planificada. ¿Comparable con el Golpe de Estado protagonizado por las Fuerzas Armadas chilenas, desde un punto de vista estratégico y táctico tan extraordinariamente bien planificado y ejecutado que no permitió la menor reacción de un pueblo que estaba masivamente tras de su presidente? Es más: durante las horas de las acciones propiamente militares que terminaron con la destitución de Chávez y el nombramiento de Pedro Carmona Estanga no se produjo ni un solo disparo. Tampoco al reponer a Chávez en palacio. En un escenario imaginario que uniera a la izquierda chilena de la Unidad Popular con las Fuerzas Armadas y el empresariado venezolanos, Allende hubiera muerto de viejo sentado en La Moneda. Triste ejercicio retórico, pues al comparar las virtudes de ambos políticos, el venezolano obtiene un muy deplorable puntaje.

En cuanto al pueblo en la calle: los sectores más populares de Caracas fueron saqueados por el vandalismo con pérdidas irreparables para los modestos comerciantes que sufrieron los destrozos de sus bienes. Ocho mil desempleos se suman como consecuencia de estas acciones criminales a las cifras del desempleo, que jamás han sido tan altas como lo son en la actualidad. Y lo cierto es que Caracas no se vio invadida por cientos de miles de chavistas pidiendo la reposición del caudillo, sino por algunos miles de simpatizantes presentes en el Palacio de Miraflores, tomado por la guardia de honor de Hugo Chávez, que los golpistas ni siquiera tuvieron a buen recaudo destituir de sus cargos la noche del derrocamiento. ¿Se imaginan los chilenos si, en lugar de reunirse todas las fuerzas de la izquierda chilena por cientos de miles frente al palacio de La Moneda la noche del 29 de Junio de 1973 en contra del golpe del general Viaux y a favor del gobierno constitucional, turbas del PC, el PS, el MAPU, la Izquierda Cristiana y el MIR hubieran saqueado las panaderías, tiendas, farmacias, botillerías y sucursales bancarias de San Miguel, Conchalí y La Vega? Más insólito aún: ni siquiera los hubo el 11 de septiembre. Chile, es cierto, no es Venezuela. Los saqueos del 12 y 13 de abril correspondieron a una tradicional forma de actuar de ciertos sectores populares del país. Y al recordar sucesos de la pasada historia republicana que terminaron no sólo en saqueos, sino en incendios de ciudades enteras y masacres de civiles contra civiles, la sensatez del estado mayor habrá llegado a la conclusión de que ante el vacío de Poder en el que había caído la aventura Carmona, más valía optar por el mal menor: traer de vuelta al desprestigiado y ya deslegitimado ex presidente de la república. Un solo antecedente: según el historiador venezolano J-L Salcedo Bastardo, durante la guerra civil conocida como guerra federal librada entre 1858 y 1863 murieron 350 mil venezolanos, la mitad de su población. Cifran los historiadores en un millón de muertos las víctimas por los enfrentamientos políticos del siglo XIX, incluida la guerra de la independencia. 


El saldo de estos días es desolador, pero muchísimo menor de lo que hubiera podido ser de no mediar la sensatez que aún reina en el espíritu de todos: fuerzas armadas, oposición y gobierno. De las fuerzas armadas, que se devolvieron a tiempo de una aventura sin sentido, de la oposición política, que no secundó una salida no institucional al callejón sin salida en que se encuentra Chávez. Del gobierno, que comienza a reconocer la gravedad de sus errores y promete rectificación. Para nuestra borbónica izquierda nacional e internacional una dolorosa enseñanza: al margen de la credibilidad que uno le asigne a los propósitos de enmienda del gobierno la vía de la revolución bolivariana está definitivamente clausurada. El ejército se halla profundamente quebrantado y dividido y no servirá de peón a los propósitos “bolivarianos” de Chávez. Los generales encargados de la guarnición de Caracas que recibieron su criminal orden de enfrentar a los cientos de miles de manifestantes con las tropas del ejército – lo que hubiera acarreado miles de muertes – se negaron terminantemente a acatar tan siniestra mandato, dando así inicio a la cadena de acontecimientos que terminaron con su destitución.   El pueblo está asimismo fracturado y la reconciliación sólo será posible si Chávez renuncia a su mesianismo decimonónico y reconoce que fue electo para dirigir un gobierno democrático, no para llevar a cabo una “revolución bolivariana” que ha perdido el respaldo mayoritario de sus electores. El aura de invencibilidad que coronaba al caudillo ha rodado por los suelos, en una jornada extremadamente humillante para el teniente coronel. La pesada sospecha de cobardía que le acompaña desde que se refugiara en el Museo Militar dejando sus tropas sin conducción ante el palacio de Miraflores la noche del 4 de Febrero de 1992 se ha visto fortalecida y ya casi parece un dato objetivo con el que habrá que contar a futuro. ¿A algunos de los felones militares golpistas que empujaran a Allende al suicido se le ha ocurrido acusarlo de cobardía?


Dejémonos de disparates. Olvidemos las comparaciones. 

*El autor ha sido catedrático de historia y filosofía en la Universidad de Chile y en la Universidad Central de Venezuela. Fue investigador del Centro de Estudios Socio-Económicos (CESO) de la Universidad de Chile y del Max Planck Institut für die Erforschung der Lebensbedienungen in einer wissenchaftlich-technischen Welt, Starnberg, Alemania. Vive en Venezuela desde 1977. Es columnista de los periódicos El Mundo y TalCual de Caracas y Notitarde, de Valencia.


� Estas notas han sido escritas a pedido de algunos amigos chilenos, desconcertados por la compleja y aparentemente incomprensible situación política venezolana. Sirven igualmente para quien, no siéndolo, desconozca la historia del país. No son, en todo caso, más que apuntes con fines estrictamente divulgativos.


� El término oligárquico en su connotación peyorativa ha sido incorporado al lenguaje coloquial por el presidente Hugo Chávez para designar tanto a los factores económicos que le adversan, especialmente a los propietarios de los medios de comunicación, como genéricamente a la oposición. Oligarquía conservadora o liberal fueron denominaciones dadas por el historiador Gil Fortoul a los gobiernos de mediados del siglo XIX que dieran lugar a las terribles guerras federales, en las que sobresaliera el caudillo Ezequiel Zamora, quien sirve de inspiración y antecedente revolucionario al actual presidente de la república. Un himno cantado por las huestes de Zamora escanciaba: “oligarcas temblad, viva la libertad...”  


� Junto a El Universal, El Nacional es el principal diario de circulación nacional del país. Fundado por Henrique Otero Vizcarrondo, pasaría a su muerte a propiedad de su hijo, el novelista Migue Otero Silva, militante del Partido Comunista de Venezuela. Vinculado a las elites culturales, El Nacional es un periódico progresista en la mejor tradición liberal europea, como Le Monde de Francia o El País, de España. Ha sido dirigido por los más grandes intelectuales del país haciendo escuela en el periodismo cultural y político nacional.


� En palabras del historiador José Luis Salcedo Bastardo, entre 1830 y 1935 “las guerras civiles acentúan el desastre y la inestabilidad. Más de 300 guerras concurren junto al paludismo, enfermedades, pestes y epidemias” a hundir al país en el más calamitoso estado de muerte y desintegración.”En el ámbito de la cultura el retroceso y la decadencia son palpables. Todo se subordina entonces a la autocracia que bajo el puño sucesivo de Páez, los Monagas, Guzmán Blanco, Castro y Gómez... y otros tiranos de tono menor ocupan más del 80% de ese tiempo republicano.” Atlas de Venezuela, Caracas, 1979.


� El 18 de octubre de 1945, una conspiración cívico-militar dirigida por Rómulo Betancourt y  el mayor de ejército Marcos Pérez Jiménez derroca al presidente Medina y frustra sus intentos y los de su ministro Uslar Pietri por encaminarse hacia una democracia  de consenso. Tres años después, el 15 de Febrero de 1948 asume la presidencia el novelista Rómulo Gallegos, quien a su vez es derrocado por otro golpe militar que establece una Junta Militar de Gobierno a cargo de Pérez Jiménez, Delgado Chalbau y Luis Felipe Llovera Páez. Pérez Jiménez asumirá en solitario la presidencia de la república el 2 de diciembre de 1952.


� El Pacto de Punto Fijo fue firmado el 31 de octubre de 1958. Gracias a dicho pacto Rómulo Betancourt iniciaría la serie de siete presidentes de la historia venezolana del siglo XX en haber terminado el período constitucional para el que fueran electos en sufragios universales y directos y Venezuela conocería el más largo período democrático y pacífico de su historia. Ver anexo 1.


� En el gobierno presidido por Betancourt participan 2 ministros por AD (Relaciones Interiores y Minas e Hidrocarburos), 3 por URD (Relaciones Exteriores, Comunicaciones y Trabajo) y dos por Copei (Agricultura y Fomento). Raúl Leoni (AD) ocupa la presidencia del Senado y Rafael Caldera (Copei) la presidencia de la Cámara de Diputados. El 17 de noviembre de 1960 se retira URD de la coalición, luego de que el ministro de relaciones exteriores Ignacio Luis Arcaya se opusiera a la expulsión de Cuba de la OEA y renunciara a la cancillería en airada protesta. Venezuela rompería relaciones con Cuba el 11 de Noviembre de ese mismo año.


� El PCV decide adoptar la vía insurreccional en su III Congreso, el 10 de marzo de 1961. Es tal la dimensión que asumen las acciones armadas llevadas a cabo por el PCV y el MIR, que el 10 de febrero de 1962 el ministro de defensa informa a la Cámara de Diputados que el país se encuentra prácticamente en estado de guerra de carácter revolucionaria. Es interesente señalar que gran parte de los más destacados líderes históricos de la izquierda venezolana se encuentran hoy en la oposición. Teodoro Petkoff y Pompeyo Márquez ocuparían sendos cargos ministeriales en el segundo gobierno de Rafael Caldera, el primero como ministro de planificación y el segundo como ministro para asuntos fronterizos. Teodoro Petkoff es hoy director, presidente y uno de los principales accionistas del importante periódico de oposición TalCual, de Caracas. Otros comandantes guerrilleros que han estado en la oposición activa a Chávez son Américo Martín y Moisés Moleiro, ambos del MIR – este último recientemente fallecido- y el mismo Douglas Bravo, que estableciera vínculos con Hugo Chávez en los comienzos conspirativos con su organización Tercer Camino. Ver anexos 6 y 8.


� En dicho desarrollo participan cientos de miles de inmigrantes europeos, especialmente españoles, italianos y portugueses, cuya mano de obra especializada se había sentido atraída por la riqueza petrolera y cuya incorporación a la actividad productiva del país había sido incentivada por los gobiernos de los generales López Contreras y Medina Angarita, que asumirían la presidencia de la República una vez muerto el anciano dictador Juan Vicente Gómez luego de 27 años de tiranía, y sobre todo durante la dictadura del general Marcos Pérez Jiménez (1952 -1958), quien desarrollaría una agresiva política de inversiones en obras públicas. La educación secundaria será marcada significativamente por la presencia de educadores chilenos, invitados por Mariano Picón Salas, -quien vivió en Santiago desde 1923, estudiando historia en el Instituto Pedagógico y quien fuera profesor de la Universidad de Chile, de la que llegaría a ser rector por un breve período en 1932-,  a fundar el Instituto Pedagógico Nacional durante el gobierno del general López Contreras en 1936. 


� Entre 1830 y 1930, la población venezolana se triplica pasando de 941.302 a 3.300.214 habitantes. Entre esa fecha y  1957 se duplica alcanzando la cifra de 6.686.247 habitantes. Pero en los 30 años siguientes más que se triplica, alcanzando en 2000 la suma de 23.542.649 habitantes.   Si en 1920 la proporción de habitantes urbanos respecto de la rural era de 2 a 1, en 2000 es de 4 a 1.Desde 1960 las cifras poblacionales son las siguientes:


       1960            7.493.760


          10.718.047


1980          14.703.316


19.548.888


23.542.649


Asdrúbal Baptista,  “Bases cuantitativas de la economía venezolana, 1830-1995”, Fundación Polar, Caracas,1997.


� PDVSA fue fundada el 30 de agosto de 1975. 15 años antes y a instancias del ministro de energía y minas del gobierno de Rómulo Betancourt, Juan Pablo Pérez Alfonso, Venezuela impulsa la creación y funda la OPEP el 14 de septiembre de 1960 junto a Irak, Irán, Kuwait y Arabia Saudita.


� “La primera referencia en la literatura universal al petróleo crudo venezolano es de septiembre de 1535 y apareció en la Historia Natural y General de la Indias, islas y tierras firmes del mar océano por el primer cronista del nuevo mundo capitán Gonzalo Fernández de Oviedo. La información no autenticada de Oviedo se refirió a un manadero en la punta oeste de la isla de Cubagua, del cual  brota ‘un licor como aceite junto a la mar en tanta manera que corre por ella encima del agua haciendo señal más de 2 o 3 leguas de la isla y aún da olor de sí este licor’; la referencia terminaba con la aclaración que ‘algunos de los que lo han visto dicen ser llamado por lo naturales Stercus demonis y que es utilísimo en medicina...’.” Diccionario Multimedia de Historia de Venezuela, Fundación Polar, Caracas, Venezuela.


� “En 1967, con el 10% de la producción mundial, Venezuela ocupó el tercer lugar entre los países productores, el volumen nacional promedio fue de 3.542.126 barriles diarios determinando grandes beneficios para la nación. Así, el petróleo representó para la economía venezolana el 92% del valor total de sus exportaciones, aportó al estado el 66,4% de sus ingresos fiscales, para el total de ingresos de divisas del país su contribución fue de 68% y el 19,4% del producto nacional bruto.”Andrés Ortega, Atlas de Venezuela, 1979.


� Obtuvo 3.879.024 votos, el equivalente al 52.91% de los sufragios.


� El Nacional, 10 de Febrero de 2002 (Ver Anexo 8).


� La guerrilla venezolana del PCV y del MIR alcanzaron gran amplitud y fueron ferozmente combatidas por las Fuerzas Armadas Venezolanas. Antes que por acciones militares, su derrota se debió sin embargo,  al fortalecimiento de las opciones democráticas y electorales. Contrariando sus pronósticos, el país optó por una masiva participación en las elecciones presidenciales de 1963, en las que resultaría vencedor el candidato de Acción Democrática Raúl Leoni, y de 1968, que ganara el candidato de COPEI Rafael Caldera. Ya en 1965 el PCV había decidido buscar un camino de paz y en 1969 decide formalmente poner fin a sus acciones de guerrilla, como lo haría el MIR un año después. 


� Resulta paradojal que el golpe de Estado que iniciara el derrumbe del régimen se produjese exactamente la misma noche de la llegada del presidente Carlos Andrés Pérez desde Suiza, en donde participara en el Foro Internacional de Davos y en el que recibiera las felicitaciones de sus pares del primer mundo por la exitosa política económica llevada a cabo por su ministro estrella, que ya en 1990 podía exhibir con orgullo un 7% de crecimiento. Con su 10%, Venezuela había sido el país de mayor crecimiento económico en el mundo en 1991. Como lo demostraran los hechos que comenzarían a rodar esa misma noche, tal reconocimiento no le serviría de nada.


� El motivo inmediato de tal alza  fue la subida en los precios de la gasolina. A modo de ejemplo sirva señalar que actualmente el precio de un litro de gasolina de 95 octanos es aproximadamente de 7,5 centavos de dólar.  Tal precio es significativamente más barato que una pequeña botella de agua mineral, que cuesta aproximadamente 50 centavos de dólar. Y se encuentra considerablemente por debajo de su precio de producción, pérdida diferencial que debe ser absorbida por PDVSA. Se ha convertido en hábito satanizar como “neoliberal” a quien ose proponer una modificación de tan absurdo desequilibrio, que suele favorecer obviamente a la población de más altos ingresos. A Pérez le costaría el cuello.


� Estas relaciones y el convencimiento de contar con la protección de los aparatos de seguridad del estado controlados por el joven teniente de ejército, ex golpista y hombre de la más cercana y absoluta confianza del presidente Chávez Eliezer Otaiza deben haber influido en la decisión del fugitivo Vladimiro Montesinos de buscar clandestino refugio en la Venezuela chavista. Su captura se debería al arduo trabajo de inteligencia de la CIA, el FBI y los aparatos de seguridad peruanos.


� La tradición política venezolana llama “pase de factura” a las habituales intrigas y traiciones con que la aristocracia de su clase política suele jugarse tan mortales celadas. La caída de Pérez fue el producto de una insólita acumulación de “pases de factura”: la del fiscal Ramón Escobar Salom, en primer lugar, que jamás le perdonaría a Pérez haberlo destituido de su cargo de ministro de relaciones exteriores en su primer gobierno, acción tanto más humillante para el entonces joven político cuanto que se realizaría encontrándose en Europa disfrutando de una “gira de trabajo”. Algunos rumores sostienen que sabiéndose en la mira de Pérez, extendió innecesariamente su estadía  desapareciendo para los funcionarios diplomáticos que intentaban encontrarlo. Pérez, que perdería con los años su olfato político amén de su instinto de supervivencia, mostraría una extraña magnanimidad aceptando su nombramiento como fiscal general de la república. Le daría con ello la soga con la que el fiscal lo llevaría a la horca.  Jaime Lusinchi le cobraría por anticipado sus facturas haciéndole entrega al periodista José Vicente Rangel de la copia del cheque emitido por el ministro del interior por un monto equivalente a 17 millones de dólares, que serviría de constancia documental del acto de malversación que lo llevaría a la cárcel. Con ello minimizaba hasta el escarnio el proceso que por delitos contra la cosa pública se intentaba por la misma época en su contra. Tal proceso, obviamente, no conduciría a nada. Y el mismo José Vicente Rangel se lavaría con tal acto el estigma de haber salvado con su voto, el único voto independiente, al mismo Pérez cuando el congreso pretendiera enjuiciarlo y condenarlo penalmente por la adquisición fraudulenta de una fragata al finalizar su primer mandato.  Ese polémico voto salvador daría lugar muchos años después a comentarios nada diplomáticos del propio presidente Chávez, quien se preguntaría en una charla que diera en un exclusivo club de Londres por los millones que le debe haber reportado al parlamentario en cuestión, aunque no mencionara a quien ya entonces era su ministro de defensa, el que de inmediato y sin inmutarse dijo no sentirse aludido.  No es nada casual, pues, que en medio de todo este insólito tejemaneje de intrigas, la telenovela “Por estas calles”, que se hacía eco de los últimos días de Pérez, alcanzara un aplastante primer lugar de rating entre la tele audiencia venezolana. Finalmente, y como corolario perfecto para un bochornoso capítulo de la intriga nacional, la puñalada final la asestaría el anciano ex presidente Rafael Caldera quien se aprovecharía del golpe para contribuir a aplastar a su antiguo contrincante y obtener su segunda presidencia. ¿Cómo iba a permitir que sólo su archi enemigo socialdemócrata figurara en la historia patria con dos períodos presidenciales?


� Según el relato de su entonces secretario privado Ignacio Betancourt, publicado en El Nacional (3/2/02) con ocasión del reciente aniversario del golpe, sólo la precaución de Reinaldo Figueredo, ministro de la secretaría y hombre de la más absoluta confianza de Pérez, evitó su masacre. Hizo instalar cristales blindados en todas las áreas por la que el presidente debía transitar. Entonces fue cuestionado, según Betancourt, por incurrir en “gastos inútiles” y hasta se sospechó de “negociado”. Fueron los únicos cristales que resistieron las salvajes andanadas de metralleta disparadas esa noche dentro del palacio presidencial. Según Betancourt sólo “la paranoia de Figueredo salvó al presidente”. Respecto del discurso de Caldera, véase el anexo 3.


� Tampoco esta gravísima crisis, que dejaría en la ruina a cientos de miles de pequeños ahorristas y dañaría gravemente la estructura financiera y crediticia del país, estuvo exenta de un fuerte componente político. El “pase de factura” del triunfante candidato Rafael Caldera fue esta vez contra el joven banquero   Gómez López, presidente del Banco Latino y delfín de quien fuera presidente del Banco Central durante el gobierno de Pérez, Pedro Tinoco. Acusado de haber financiado la campaña del ex delfín de Caldera y su enemigo en la contienda electoral el copeyano Oswaldo Álvarez Paz, Gómez López terminaría en el exilio. No pocos políticos democristianos que lo conocieran en la más cercana intimidad señalan que Rafael Caldera alimenta odios africanos y que sus rencores e inquinas alcanzan niveles olímpicos.


� Otra insólita ironía de la historia es que aunque el teniente coronel Hugo  Chávez sería el único conjurado en fracasar en su intento por tomarse y controlar Caracas – los otros tres comandantes: Arias Cárdenas, Acosta Chirinos y Urdaneta Hernández cumplirían con éxito sus misiones – y que en un jamás aclarado incidente se refugiaría en la sede del Museo Histórico Militar, abandonando sus hombres a su suerte, y rindiéndose a las fuerzas leales al gobierno –contrariando así el juramento hecho en la víspera de no entregarse sino con la muerte- sería quien capitalizaría todo el éxito y la gloria por la fracasada jornada. Recientemente ha confesado Carlos Andrés Pérez su disgusto por lo que consideró una grave falta de indisciplina y deslealtad por parte de su ministro de defensa, el general Fernando Ochoa Antich, y uno de sus aparentes hombres de confianza, el general Santeliz, quienes desaparecerían por más de tres horas con el vencido oficial para negociar los términos de su rendición, que Pérez quería ominosa y sin atenuantes. En cambio Chávez pudo aparecer en directo por una cadena nacional de televisión en donde y a pesar de su aparente cobardía asumiría con desplante y hasta soberbia la responsabilidad por el golpe, pidiéndole a sus compañeros de armas se rindieran “por ahora”. Esta declaración de poco más de un minuto lo haría célebre y lo convertiría en el personaje más famoso del país. Durante los carnavales  celebrados poco después ese mismo mes de febrero, el disfraz de paracaidista sería el atuendo preferido de los niños de las barriadas populares de todas las ciudades del país. Santeliz, el general enviado por Pérez a solicitar la entrega de Chávez sería recompensado posteriormente por éste con un importante cargo en el Consejo Nacional Electoral, de cuya directiva forma parte en la actualidad. Sobre las relaciones de Chávez con los civiles y las posibles razones de su apática participación en el frustrado golpe de estado, véase Anexo 6.


� Hugo Chávez obtendría un 56,5% de los votos, la más alta votación registrada por un candidato presidencial triunfante. Poco puntos menos obtendría Carlos Andrés Pérez, también triunfante en 1988 por una mayoría absoluta. 


� La ideología que fundamenta a esta “revolución bolivariana” es una extraña mezcla de nacionalismo militarista, caudillismo político, indigenismo, democratismo autocrático y socialismo. Sus precursores – los comandantes del 4 de Febrero – hablan del “árbol de las tres raíces” constituidas por Bolívar, su maestro Simón Rodríguez y el caudillo Ezequiel Zamora. Pero también acepta en su panteón a Fidel, al Ché Guevara o a José Martí. Bolívar, denigrado por Karl Marx a causa de sus monárquicos devaneos de joven aristócrata sudamericano, es el mito mayor de la trilogía y suele ser citado por Chávez en los eventos y ocasiones más insólitas. Si en términos de práctica política comenzó orientándose por el ideólogo Norberto Ceresole ya mencionado, más recientemente busca arroparse con la llamada Cuarta Vía, del alemán residenciado en México Heinz Dieterich Steffan, un orwelliano intento por actualizar el marxismo y encontrar un sujeto revolucionario en las masas indígenas y depauperadas del continente. Suerte de Dr. Frankenstein de esta nueva teoría de la revolución tercermundista, el prototipo de hombre de acción del Dr. Steffan pareciera ser el teniente coronel Chávez. 


� Los diputados Ernesto Alvarenga, José Luis Farías, Alejandro Armas  forman parte del grupo moderado de Luis Miquilena, claramente diferenciado de los llamados “talibanes” que detentan la mayoría y el poder en el MVR. Su ahijado, el prestigioso diplomático y ex embajador en Chile y Argentina Ignacio Arcaya S., debió dejar la misión en Washington en  noviembre pasado por expresar sus desacuerdos con algunos aspectos de la política interna del presidente, en cuyo gobierno había ocupado incluso el Ministerio del Interior y Justicia.


� A pesar de lo cual y para conjurar el descontento de las fuerzas armadas, el presidente acaba de ordenar la implementación de un programa crediticio para sus miembros por un monto total de 198 mil millones de bolívares a un interés anual del 12%.


� Ya se han manifestado públicamente exigiendo la renuncia o la rectificación  del presidente un capitán de la Guardia Nacional, dos coroneles de la aviación, un contra almirante de la Armada y dos generales de brigada del ejército. Según un informe oficial, algunos miembros del alto mando piden se suspendan los correspondientes ascensos ante la saturación de generales de división, de brigada y comandantes .“A órdenes del Ministerio de la Defensa hay un total de 845 oficiales y 694 suboficiales profesionales de carrera que incluye muchos de los que están en su casa sin cargo, porque consideran que pueden ser perturbadores del orden en los pasillos de los cuarteles  o del propio ministerio”.  (Quinto Día, 1 de marzo de 2002). 


� Sobre el histórico problema venezolano de las siempre conflictivas  relaciones entre civiles y militares véase el anexo 7.





